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El diagnóstico es el paso previo y determinante para
ejecutar correctamente un plan; directrices para 
su elaboración en: Guía práctica para diagnosticar 
la Igualdad de Oportunidades entre mujeres y hom-
bres en las empresas, Instituto de la Mujer; Ministe-
rio de Trabajo y Asuntos Sociales, Madrid, 2002,
en: http://www.fundacionmujeres.es/img/
Document/15024/documento.pdf (09.01.2013).

De entre ellas, destacamos por la calidad de los
indicadores utilizados: MORALES CAPARRÓS,
Mª.J.; LUNA JIMÉNEZ, Mª.J.; ESTEBAN
PAGOLA, A.I.  “Diagnóstico de paridad en la
Universidad. Análisis a través de indicadores.”,
Revista de Universidad y Sociedad del
Conocimiento, vol. 7, nº 2 (2010); AA.VV., Di-
agnóstico de la igualdad de género en el medio ru-
ral, Ministerio de Medio Ambiente y Medio Ru-
ral y Marino, Centro de Publicaciones, Madrid,
2011; Guía práctica para la incorporación del
“mainstreaming” de género: ¿cómo aplicar el en-
foque de género en las políticas públicas?, Aso-
ciación Global e-Quality, Unidad de Igualdad de
Género, Instituto de la Mujer de Castilla-La
Mancha, Toledo, 2009; Orientaciones para ne-
gociar medidas y planes de igualdad de oportu-
nidades entre mujeres y hombres en las empresas:
Guías, Fundación Mujeres, Instituto de la Mu-
jer, 2008; Guía para la elaboración de un plan de
igualdad en ONG de acción social, Federación de
Mujeres Progresistas-Plataforma de ONG de ac-
ción social, Madrid, Plataforma de ONG de ac-
ción social, 2010; PELÁEZ NARVÁEZ, A.
Comisionado de Género CERMI, Planes de
igualdad para entidades de la discapacidad del
tercer sector, CERMI, Madrid, 2010.

La negociación colectiva es el instrumento natu -
ral de adopción de medidas de género; no sien-
do objeto de este estudio, destacar que son nu-
meroso los análisis de las prácticas contenidas en
los convenios colectivos; de obligatoria consulta,
pues ofrecen dos panorámicas reveladoras de la
positiva evolución convencional en la materia:
AA.VV., Los planes de igualdad entre mujeres y
hombres en la negociación colectiva, Instituto de
la Mujer, Ministerio de Igualdad, Madrid, 2009,
y AA.VV., Negociando la igualdad en las empre-
sas: estado de la cuestión y estrategias para la im-
plementación de una política de igualdad de
género, MOLINA HERMOSILLA, O. (Dir.),
Comares, Granada, 2012.

Modelo propuesto en el: Manual para elaborar
un Plan de Igualdad en la empresa. Aspectos
básicos, Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales,
Secretaría General de Políticas de Igualdad, Ins-
tituto de la Mujer, págs. 10 y ss. En: http://
www.upm.es/sfs/Rectorado/Gerencia/Igualdad/
Plan%20de%20Igualdad/Manual%20para%20
elaborar%20un%20Plan%20de%20Igualdad%
20en%20la%20empresa.pdf (09.01.2013). Una
guía similar: Manual para elabo rar un plan de
igualdad en la empresa, Fede ración de Servicios
Públicos de UGT de Madrid, en: http://
www. f spmadr idugt .o rg/dependenc i a/
documentacion/Guias%20y%20manuales/
Manual%20para%20elaborar%20un%20Plan%
20de%20Igualdad%20en%20la%20empresa.pdf
(09.01.2013). Vid. indicaciones metodológicas
para efectuar el diagnóstico en: Gestión práctica
de Planes de Igualdad, MOLINA HERMOSIL-
LA, O. (editora), Bomarzo, Albacete, 2009.
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RESUMEN

El proceso de elaboración y gestión de los planes de igualdad en empresas y administraciones
públicas es sumamente complejo, y en los últimos años diferentes administraciones públicas,
sindicatos más representativos y organizaciones de mujeres juristas han elaborado valiosos
documentos indicando el procedimiento y los contenidos más idóneos para garantizar el principio
de igualdad de tratamiento por razón de género en el trabajo. Esta labor, que ha pasado un tanto
inadvertida, es revisada en las siguientes páginas en las que añadidamente, se analizan los estudios
procedentes de las organizaciones sindicales que revisan las medidas contenidas en la negociación
colectiva y planes de igualdad de nuestro país, destacando las que pueden considerarse como
buenas prácticas para equiparar en el ámbito laboral a mujeres y hombres.

Palabras clave: Planes de igualdad, planes de acción positiva, medidas contra el acoso laboral se-
xual o por razón de sexo.

Measures in equality plans: Guidelines and practices

ABSTRACT

The process of developing and managing equality plans in companies and government is extremely
complex, and in recent years various public entities, most representative trade unions,
organizations of women lawyers, have produced valuable documents, indicating the procedure and
contents more appropriate to ensure the principle of equal treatment on grounds of gender at work.
This work, which has gone somewhat unnoticed, is reviewed in the following pages, in which
additionally analyzed studies from trade unions to review the measures contained in collective
bargaining and equality plans of our country, highlighting which can be considered as good practice
in the workplace equate women and men.

Keywords: Equality plans, measures against sexual harassment or gender.

La generalidad con que se pronuncia
el art. 46 de la Ley Orgánica 3/2007,
de 22 de marzo, para la igualdad efec-
tiva entre mujeres y hombres (LOI)
respecto al contenido de los planes de
igualdad, ha provocado la aparición
de numerosas guías o documentos de
carácter técnico que han ido precisan-
do qué criterios deben referenciarse y
las medidas que pueden adecuarse a la
estructura de cada una de las empre-
sas que pretendan articular un plan de
acción positiva. Esta vaguedad, que es
idónea en la medida que opera como
un listado de materias básico y míni-
mo que debe ser analizado depen-
diendo de las circunstancias concretas
y de las deficiencias en materia de gé-
nero de cada empresa, no aparece en

1. DIRECTRICES PARA LA ELABORACIÓN DE PLANES 
DE IGUALDAD O DE ACCIÓN POSITIVA

cuanto al concepto de plan de igual-
dad que se formula con carácter fun-
cional, explicitando las tres fases tem-
porales que debe contener: diag- 
nostico de situación en la empresa, es-
tablecimiento de objetivos y verifica-
ción de resultados .

La variedad de guías prácticas o ma-
nuales, responde a la multiplicidad en
la composición de las estructuras em-
presariales presentes en los sistemas
de relaciones laborales, como mani-
festación, por un lado, de la libertad
de empresa y por otro de las diversas
condiciones materiales de cada activi-
dad productiva. Por ello, encontra-
mos guías para empresa o para admi-
nistraciones públicas, y dentro de
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das las prestaciones concedidas por
las mismas”, efectuado en el art. 5
LOI, tiene como antecedentes di-
rectos, perfectamente reconoci-
bles a la Directiva 76/207 de
09.02.1976, relativa a la igualdad
de trato entre hombres y mujeres
en lo que se refiere al acceso al em-
pleo, a la formación y a la promo-
ción profesionales, así como a las
condiciones de trabajo (modificada
por la Directiva 2002/73/CE del
Parlamento Europeo y del Consejo,
de 23 de septiembre de 2002), y a
la Directiva 2006/54/CE del Par-
lamento Europeo y del Consejo, de
05.07.2006, relativa a la aplicación
del principio de igualdad de opor-
tunidades e igualdad de trato entre
hombres y mujeres en asuntos de
empleo y ocupación. Este compro-
miso con la igualdad de tratamiento
por sexo, estaba exiguamente tute-
lado en la redacción de los arts. 4 y
17 del Estatuto de los Trabajadores,
de forma que la LOI ha resultado
un revulsivo que ha atendido este
derecho convenientemente, y con-
cretamente, los planes de igualdad
resultan una medida perfecta para
enraizar en un sistema normativo de
relaciones laborales profundamente
sindicalizado, en el que en la prácti-
ca, las disparidades por sexo siguen
siendo alarmantes .

Hemos señalado que la LOI realiza
una definición funcional de los pla-
nes de igualdad o de acción positiva
(PI); tras delimitar sucintamente su
estructura –conjunto ordenado de
medidas– el art. 46.1 LOI indica el
objetivo de los mismos: “alcanzar
en la empresa la igualdad de trato y
de oportunidades entre mujeres y
hombres y a eliminar la discrimina-
ción por razón de sexo”. Seguida-
mente se establece secuencialmente
qué fases debe contener para lograr
su objetivo, pues tras un diagnósti-
co de situación, deben fijar los con-
cretos objetivos de igualdad a con-
seguir, e incluir las estrategias y
prácticas a implantar, conteniendo
finalmente, un sistema “eficaz” de
seguimiento y evaluación de los ob-
jetivos fijados inicialmente. De esta
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forma, las cuatro etapas que necesa-
riamente concurren, y por ese or-
den, en la elaboración de un plan
son: diagnóstico de situación, esta-
blecimiento de objetivos, determi-
nación de estrategias y prácticas a
implantar, y elaboración de un siste-
ma eficaz de seguimiento y evalua-
ción de los objetivos, si bien en la
práctica, la fijación de objetivos de-
be diferenciar entre los establecidos
a largo y corto plazo, estos últimos
progresivos y coherentes con los
primeros; en cuanto al diseño de ac-
ciones concretas, es preciso cercio-
rarse sobre la coherencia entre obje-
tivos y acciones previstas para su
consecución. En este sentido, para
garantizar la funcionalidad de las
medidas, previamente será preciso
analizar el objetivo, los sujetos a los
que se dirige, el sujeto responsable
de su aplicación, la metodología de
implantación y los recursos y siste-
mas de verificación de su cumpli-
miento, recogiendo dicha informa-
ción en fichas individuales, en las
que se debe hacer constar el plazo
de seguimiento en su cumplimien-
to, y el procedimiento de evaluación
de los resultados. Estas fases deben
volcarse en un calendario de actua-
ciones que una vez cumplido, nos
indicará los puntos a corregir en la
empresa y las medidas adecuadas
para ello .

Por otro lado se indica un listado
de materias básicas que pueden for-
mar parte de un plan de igualdad;
en primer lugar el art. 46.2 LOI es-
tablece este listado con carácter
orientativo, indicando que el plan
puede contener estas “u otras” ma-
terias, y además se explica, gene-
rando cierta confusión, que estas
materias podrán incluirse o no “pa-
ra la consecución de los objetivos
fijados”, debiendo en nuestra opi-
nión, aparecer obligatoriamente al
menos en la primera fase de diag-
nóstico, pues difícilmente trazare-
mos un análisis realista de la situa-
ción de la empresa si omitimos
condiciones laborales básicas. Las
materias que se enuncian son acce-
so al empleo, clasificación profesio-
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estás últimas, de carácter local, au-
tonómico o de determinadas enti-
dades de derecho público –ayun-
tamientos o universidades, por
ejemplo– y respecto a las dirigidas a
empresas, por su plantilla, guías de
pequeña o mediana empresa o bien
documentos para elaborar planes de
igualdad en atención al sector pro-
ductivo o de actividad; también po-
dría procederse a una clasificación
por el organismo del que proceden
estas pautas –nacionales, interna-
cionales, públicos o privados– exis-
tiendo en todos estos ámbitos de-
cenas de ellas . 

De toda esta diversidad se estudia-
rán, al hilo del contenido de la
LOI, las medidas contenidas en al-
gunos de estos instrumentos al re-
sultar imprescindibles para empren-
der la ejecución de un plan de
igualdad de oportunidades, anali-
zando las pautas necesarias para
evaluar, corregir y prevenir las des-
igualdades en cualquier organiza-
ción de recursos humanos, partien-
do de la premisa de la notable
inestabilidad de las condiciones la-
borales en cualquier organización
productiva, que conlleva que la in-
troducción de cualquier nueva con-
dición laboral incidirá con toda
probabilidad en el cumplimiento
del principio de igualdad de trata-
miento por razón de sexo en el tra-
bajo; finalmente, se tratarán los me-
canismos para prevenir y sancionar
el acoso sexual o por razón de sexo
y la articulación de estos procedi-
mientos con los planes de igualdad.

Es importante mencionar que el
llamamiento efectuado a los pode-
res públicos ordenando “la garantía
de la igualdad de trato y oportuni-
dades en el empleo, en el acceso al
empleo, incluso al trabajo por
cuenta propia, en la formación pro-
fesional, en la promoción profesio-
nal, en las condiciones de trabajo,
incluidas las retributivas y las de
despido, y en la afiliación y partici-
pación en las organizaciones sindi-
cales y empresariales, o en cualquier
organización cuyos miembros ejer-
zan una profesión concreta, inclui-
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nal, promoción y formación, retribu-
ciones, ordenación del tiempo de tra-
bajo, conciliación laboral, personal y
familiar, y prevención del acoso sexual
y del acoso por razón de sexo. Efecti-
vamente la obligatoriedad de testar el
cumplimiento del principio de igual-
dad de éstas y cualesquiera otras con-
diciones laborales no enunciadas, pe-
ro específicas o relevantes en el
espacio productivo de que se trate, se
torna en la obligación de establecer
objetivos sólo cuando se detecte un
incumplimiento en una materia con-
creta, pues es posible que ya se ga-
rantice un estricto respeto a la igual-
dad en determinadas materias,
situación que previsiblemente se irá
produciendo con más habitualidad sí
la empresa ya ha instaurado, y revisa-
do, planes de igualdad. Del mismo
modo los criterios seleccionados para
efectuar un primer diagnóstico po-
drán repetirse, u obviarse en los suce-
sivos, cuando en la evaluación de los
resultados de las medidas propuestas
se concluya que ya se han alcanzado .
Como paso previo a la realización del
diagnóstico es preciso recabar los da-
tos –para su posterior análisis-, de de-
terminadas condiciones de la presta-
ción laboral; una vez constatada la
situación discriminatoria a corregir, el
procedimiento exige la fijación de
objetivos y el diseño de la temporiza-
ción de los mismos, señalando la per-
sona u órgano de gestión responsable
de su implantación y la partida eco-
nómica destinada en su caso. Final-
mente debe procederse a una evalua-
ción de los resultados, en la que los
no alcanzados o conseguidos parcial-
mente deberán ser objeto de un nue-
vo proceso de diseño e implantación.

Desde el ámbito jurídico laboral, re-
sulta especialmente interesante anali-
zar las condiciones laborales que de-
ben ser evaluadas, explorando en qué
medida pueden resultar lesivas al de-
recho a la igualdad, y conjuntamente,
los mecanismos oportunos a imple-
mentar recomendados en guías o ma-
nuales prácticos, estudio que comple-
menta a los ya efectuados relativos a
las prácticas incluidas en la negocia-
ción colectiva.
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2. LAS CONDICIONES 
LABORALES EVALUABLES 
EN UN PLAN DE IGUALDAD

Acceso al empleo y contratación
Que la tasa de desempleo afecte en
España mayoritariamente a la mujer
es, sin duda, consecuencia de la con-
fluencia de factores de diversa índo-
le; a pesar de que la tardía incorpo-
ración de la mujer al mercado
laboral en nuestro país, parece una
rémora superada, determinados ro-
les sociales siguen presentes incluso
entre una parte de la población jo-
ven, presuponiendo que las tareas
de atención al núcleo familiar deben
ser desempeñas preferentemente por
la mujer. Resulta paradójico que es-
ta inferior tasa de ocupación no es
provocada por el nivel de formación
en la que precisamente, la mujer tie-
ne un porcentaje cuantitativo y cua-
litativamente superior al de los
hombres ; mantener que la educa-
ción sería la solución a este estereo-
tipo debe matizarse en unas décadas
en las que en España hay un índice
de titulados/as universitarios/as no-
table, de forma que cabe precisar
que, efectivamente, la eliminación de
patrones erróneos debe hacerse por
la educación, pero por una educación
con perspectiva de género que desde
la infancia identifique y corrija los es-
tereotipos discriminatorios presentes
en la sociedad . Otro problema típi-
co es la infravaloración del trabajo fe-
menino, pues cumpliendo las condi-
ciones de titulación requeridas para
ocupar puestos de mayor rango, fre-
cuentemente se contrata a la candi-
data femenina para ocupar puestos
de escasa cualificación, lo que evi-
dentemente conlleva una precariedad
salarial muy habitual. El plan de
igualdad debe componer el conflicto
existente entre la libertad de contra-
tación, de que dispone el empresario,
con el cumplimiento del principio de
igualdad de tratamiento, evitando
que bajo la apariencia de un uso re-
gular de su derecho, se lesione el de
rango fundamental de las candidatas
femeninas .

2.1
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Varios ejemplos en: BRAVO, C., GÓMEZ, R.
Buenas prácticas en la negociación de los planes
de igualdad, Secretaría Confederal de la Mujer
CCOO., Madrid, 2010, pág. 25, en:
http://www.ccoo.es/comunes/recursos/1/
699885-Guia_Buenas_practicas_en_la_negociacion_
de_los_planes_de_igualdad.pdf (09.01.2013).
En cuanto a las directrices prácticas para realizar la
fase de diagnóstico en: Aclarando algunas dudas
sobre planes de igualdad, Federación de Servicios
a la Ciudadanía de CC.OO. Madrid, 2011, págs.
43-47, en: http://www.fsc.ccoo.es/comunes/
recursos/15621/doc69851_Aclarando_algunas_
dudas_sobre_planes_de_igualdad.pdf (09.01.2013).

En 2010 el 55% del conjunto de estudiantes uni-
versitarios de la Unión Europea eran mujeres. Las
diferencias entre sexos están marcadas por la
evolución del alumnado universitario, según las
áreas de conocimiento, la presencia de mujeres en
matemáticas, ciencias e informática es del 41% des-
cendiendo al 26% en el ámbito de las ingenierías.
Esta segmentación de la población universitaria se
refleja en la posterior inserción en el mercado lab-
oral; AA.VV., Crisis y discriminación salarial de
género, Secretaría Confederal de la Mujer CC.OO.
Madrid, 2012, pág. 18, en: http://www.ccoo.es/
comunes/recursos/1/pub85343_Crisis_y_
discriminacion_salarial_de_genero.pdf (09.01.2013).

En esta materia consultar: ELÓSEGUI ITXA-
SO, Mª. “Educar en la corresponsabilidad entre
mujeres y hombres: la igualdad necesaria”, Re-
vista General de Derecho Canónico y Derecho Ecle-
siástico del Estado, nº. 20, (2009).

Supuesto que en la mayoría de las ocasiones es
difícil de probar; cfr. FABREGAT MONFORT,
G. “La discriminación de género en el acceso al
mercado de trabajo.”, La posibilidad de una nue-
va tutela a la luz de la Ley Orgánica 3/2007, de
22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres
y hombres, TLB, Valencia, 2008, y la misma au-
tora en: Los planes de igualdad como obligación
empresarial, Bomarzo, Albacete, 2009, pág. 55.

BRAVO, C., GÓMEZ, R., Buenas prácticas en
la negociación de los planes de igualdad, cit.,
pág. 39. Directrices a seguir en el concreto pro-
ceso de ingreso en la empresa: Guía para un
proceso de selección no discriminatorio,
Emakunde/Instituto Vasco de la Mujer, 2004,
o Guía para una selección de Personal no sexista,
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, Insti-
tuto de la Mujer.

Manual para elaborar un Plan de Igualdad en
la empresa. Aspectos básicos, cit., págs. 51-53.

Intervención presente en nuestra negociación
colectiva incluso antes de la promulgación de la
LOI en 2007; ver numerosos ejemplos en:
SERRANO GARCÍA, J.Mª. Participación y
planes de igualdad en la Ley Orgánica de Igual-
dad efectiva entre mujeres y hombres, Albacete,
Bomarzo, 2007, págs. 110-111.
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Para garantizar que la selección de tra-
bajadores se efectúa respetando criterios
de igualdad tanto en la selección para
ocupar vacantes, como en la promoción
profesional, es común que los docu-
mentos técnicos señalen diferentes me-
canismos en los que es preciso adoptar
usos adecuados; concretamente, res-
pecto a las ofertas de empleo, tests psi-
cotécnicos y las pruebas profesionales o
entrevistas es recomendable “que en el
anuncio correspondiente de la oferta de
empleo el puesto sea nombrado en fe-
menino y masculino, además de utilizar
vías de comunicación que lleguen tan-
to a hombres como a mujeres. Las pre-
guntas en las entrevistas se ceñirán a las
que guarden relación con el puesto de
trabajo, y sería conveniente formar al
equipo de selección en técnicas de en-
trevista desde la perspectiva de igualdad
de oportunidades. También se puede
garantizar que exista representación fe-
menina en los equipos de selección de
las empresas” .  De esta forma, es pre-
ciso utilizar criterios objetivos para la se-
lección tales como la formación, y eva-
luar en la fase de diagnóstico qué
sujetos intervienen en la definición de
los perfiles de los puestos a cubrir, qué
departamento o personal se encarga de
diseñar el proceso, y quién o quiénes
toman la decisión final de la incorpora-
ción del candidato/a . En cuanto a la
intervención de la representación de los
trabajadores en esta fase de recluta-
miento de personal, es muy recomen-
dable en dos momentos concretos: en
el diseño del sistema de selección pro-
curando que se utilicen criterios equita-
tivos, y en la baremación de los mismos,
certificando que se cumplen; otra posi-
bilidad procura un sistema de participa-
ción sindical más débil en el que la re-
presentación sólo es informada de las
fases, contenido y resultado del proce-
so de contratación . 

Finalmente como mecanismo preven-
tivo para evitar una plantilla masculi-
nizada o segmentada por género, el
plan deberá incluir la revisión periódi-
ca del número concreto de puestos de
trabajo y la categoría profesional de
cada uno de ellos, ocupado por varo-
nes o por mujeres, para detectar espe-
cíficamente la segmentación vertical.
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En concreto, uno de los mejores pro-
cedimientos para corregir la deficiente
situación laboral femenina en el acceso
al empleo, es la conocida como acción
positiva, reconocida en derecho euro-
peo en el art. 157 del Tratado de Fun-
cionamiento de la Unión Europea de
2009, permitiendo a los Estados
miembros arbitrar “medidas que ofrez-
can ventajas concretas destinadas a fa-
cilitar al sexo menos representado 
el ejercicio de actividades profesiona-
les o a evitar o compensar des-
ventajas en sus carreras profesionales”,
acciones que deben ser razonables y
proporcionadas (art. 11.1 LOI), en la
medida en que operan a favor del co-
lectivo desfavorecido en un momento
o situación concreta, y que quedan
afianzadas legalmente en el art. 17 del
Estatuto de los Trabajadores (ET).
Que la acción positiva suponga una
ruptura del universal principio de igual-
dad de tratamiento además de superar
el juicio de racionabilidad, queda justi-
ficado por su eventualidad, pues sí ac-
tualmente deben operar a favor de las
trabajadoras que, en efecto son fre-
cuentemente discriminadas, en el mo-
mento en que se alcance una igualdad
efectiva entre trabajadores y trabajado-
ras deberían desaparecer, y sólo reto-
marse si la igualdad de derechos se in-
clina desproporcionadamente de
nuevo, a favor de un grupo exclusiva-
mente por razón de género . En la
práctica es común que tanto en guías
para la elaboración de planes de igual-
dad, como en los propios planes, se in-
cluyan acciones positivas en contrata-
ción, utilizando como criterio para su
activación que exista una infrarepresen-
tación de trabajadoras en el área o
puesto de trabajo que se pretenda cu-
brir, y condicionando su operatividad a
la “idoneidad” de la candidata para las
tareas a desempeñar; el margen de in-
terpretación subjetiva de esta condicio-
nalidad aconseja prescindir de ella y
adoptar fórmulas más neutras como el
mérito y la capacidad . También se
utiliza la reserva de un porcentaje de las
plazas vacantes para mujeres como me-
dida temporal, hasta que ellas sean se-
leccionadas de una manera normaliza-
da .
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OLMO GASCÓN, A.M. “Igualdad por razón
de sexo”, Diccionario internacional de Derecho
del Trabajo, Valencia, TLB (en prensa). Sobre
la diferencia entre acciones positivas y discrimi-
naciones inversas, vid.: ELÓSEGUI ITXASO,
Mª. “La Ley Orgánica de igualdad efectiva en-
tre mujeres y hombres: las acciones positivas
para la igualdad laboral entre mujeres y hom-
bres”, Aequalitas: Revista jurídica de igualdad
de oportunidades entre mujeres y hombres, nº 20,
(2007) págs. 11 y ss.; estrictamente en el ám-
bito laboral: PÉREZ DEL RÍO, Mª.T. “Prin-
cipio de no discriminación y acción positiva;
Comentario a la Parte III del Plan de Igualdad
de Oportunidad para la Mujer 1988-1990”,
Documentación Laboral, nº 25 (1988) págs.
55-98.

Planes de igualdad en el sector agroalimentario,
Federación agroalimentaria, Secretaría Mujer 
e Internacional CC.OO. 2009, pág. 18, 
en: http://www.agroalimentaria.ccoo.es/
comunes/recursos/21/doc22801_Planes_
de_Igualdad_en_las_empresas_del_sector_
agroalimentario.pdf (09.01.2013).

Guía para la implantación de un plan de igual-
dad en las pymes al amparo de la nueva ley de
igualdad 2007, Cámara Oficial de Comercio e
Industria de Madrid, 2007, pág. 17, en:
http://www.rse.camaramadrid.es/ficheros/
Guia1.pdf (09.01.2013).
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Uno de los mayores problemas del
empleo femenino en España es su con-
tratación a tiempo parcial, frecuente-
mente además con carácter temporal.
Advertido que el tiempo parcial, sien-
do formalmente una modalidad con-
tractual, estrictamente es una forma de
distribución de la jornada, en las guías
y en la práctica convencional es una
materia que se incluye en el apartado
de contratación. Las sucesivas reformas
legales que ha sufrido el régimen de
tiempo parcial han flexibilizado tanto
su utilización a favor del empresario,
que prácticamente avocan al trabajador
a una precariedad laboral –y por ende
económica– injustificables. A parte de
la percepción de un salario insuficien-
te en la mayoría de las ocasiones, el
problema añadido es la incompatibili-
dad de varias actividades a tiempo par-
cial, precisamente por la libre disposi-
ción sobre el horario de que dispone el
empresario. Que el tiempo parcial
cumpliera la función de permitir com-
patibilizar un tiempo de trabajo limi-
tado, con actividades de atención al
núcleo familiar, exigiría unas condicio-
nes en nuestro mercado laboral que
están lejos de cumplirse: una retribu-
ción mayor de la hora trabajada a
tiempo parcial –sea ordinaria, extraor-
dinaria o complementaria– y la impo-
sibilidad de compensarse por tiempo
equivalente de descanso, y añadida-
mente, una voluntariedad real en la
prestación bajo esta modalidad que
permitiera a la trabajadora, optar a un
tiempo completo de trabajo cuando
sus necesidades vitales lo exigieran. Tal
y como revelan los estudios en la ma-
teria, a parte de que el porcentaje de
mujeres que trabajan a tiempo parcial
es cuatro veces superior al de los hom-
bres en la UE (un 32% frente a un
8%), el 24% de las mismas especifican
que es debido a no encontrar empleo
a tiempo completo. En nuestro caso el
escenario es mucho peor, pues el 48%
de las mujeres que trabajan a tiempo
parcial en España, alegan no encontrar
empleo a tiempo completo, mientras
que el 27% explica que es para atender
el cuidado de niños y responsabilida-
des familiares. Esta situación afecta es-
pecialmente a la mano de obra joven,
pues mientras que en la Unión Euro-

pea el 22% de los hombres entre 15 y
24 años tiene un contrato a tiempo
parcial, en el caso de las mujeres este
porcentaje asciende al 37% .

La contratación a tiempo parcial no
sólo ocasiona un desplome de las con-
diciones salariales de la trabajadora du-
rante su vida laboral activa, en el caso
español, el régimen de jubilación con-
tributiva también la discrimina econó-
micamente. Un pronunciamiento
ejemplar que exige la modificación de
la normativa española –Sentencia del
Tribunal de Justicia (Sala Octava) de
22 de noviembre de 2012, asunto C
385/11, Isabel Elbal Moreno/INSS,
TGSS– afirma que nuestro régimen ac-
tual de jubilación “exige a los trabaja-
dores a tiempo parcial, en su inmensa
mayoría mujeres, en comparación con
los trabajadores a tiempo completo,
un periodo de cotización proporcio-
nalmente mayor para acceder, en su
caso, a una pensión de jubilación con-
tributiva en cuantía proporcionalmen-
te reducida a la parcialidad de su jor-
nada.” (nº 39 sentencia), vulnerando
de este modo el artículo 4 de la Direc-
tiva 79/7/CEE del Consejo, de 19 de
diciembre de 1978, relativa a la aplica-
ción progresiva del principio de igual-
dad de trato entre hombres y mujeres
en materia de seguridad social. El Tri-
bunal rechaza las alegaciones del INSS
y del Gobierno español en las que
aducen que “la exigencia de determi-
nados periodos de cotización previos
para poder acceder a determinadas
prestaciones constituye la expresión de
un objetivo general de política social
perseguido por el legislador nacional,
puesto que esta obligación es esencial
en el marco de un sistema de seguri-
dad social de tipo contributivo, en par-
ticular, para garantizar el equilibrio fi-
nanciero del sistema.” (nº 33
sentencia), afirmando que la discrimi-
nación económica controvertida no es
ni necesaria ni apropiada para salva-
guardar el citado equilibrio financiero.
Además, resulta especialmente conse-
cuente el reconocimiento que hace el
Tribunal que estima, quedando esta-
dísticamente probado, que una nor-
mativa como la denunciada, afecta a
una proporción mucho mayor de mu-
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Datos procedentes de AA.VV., Crisis y discrimi-
nación salarial de género, cit., págs. 16-17.

Por ejemplo: “Garantizar que las empresas de
trabajo temporal y contratas que dan servicio a
la compañía, conocen nuestros compromisos en
materia de igualdad, al objeto de evitar posibles
malos usos derivados de la existencia de cul-
turas empresariales diversas.” Plan de Igualdad
de la empresa Compañía Española de Petróleos,
S.A. (CEPSA), Resolución de 23 de agosto de
2011, (BOE 05.09.2011), pág. 96079.

Marco de protección legal, ya reclamado y pro-
puesto con anterioridad a la reforma del precep-
to para empresas de trabajo temporal –y para
contratas y subcontratas (actualmente huérfanas
de tutela legal)– en: OLMO GASCÓN, A.M.
“La tutela frente al acoso sexista en el trabajo”,
en Violencia contra las mujeres. Un enfoque ju-
rídico, Septem Ediciones, Oviedo, 2011, págs.
205-208.

FABREGAT MONFORT, G. La obligación em-
presarial de tutela frente al acoso laboral en la em-
presa, Bomarzo, Albacete, 2011, pág. 112.

OLMO GASCÓN, A.M. “La tutela frente al
acoso sexista en el trabajo” cit., págs. 201-203

La tendencia de la negociación colectiva es la
eliminación de este sexismo en la clasificación
profesional, con alguna desafortunada excep-
ción; DILLA CATALÁ, Mª.J. “La clasificación
profesional y la retribución salarial”, en Análi-
sis de medidas y planes de igualdad en la nego-
ciación colectiva, Observatorio de Medidas y
Planes de Igualdad en la Negociación Colecti-
va, Comisión Ejecutiva Confederal de UGT,
2011, pág. 35, en: http://www.ugt.es/Mujer/
LIBROPLANESDEIGUALDAD_UGT.pdf
(09.01.2013).

AA.VV. Crisis y discriminación salarial de género,
cit., págs. 18, 32-33 y 35-38.
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jeres que de hombres, por cuanto en
España al menos el 80 % de los tra-
bajadores a tiempo parcial son muje-
res (nº 31 sentencia).

Los fenómenos de externalización
productiva constituyen otro elemen-
to que precariza notablemente a la
mano de obra femenina; la utiliza-
ción de mano de obra ajena, proce-
dente de contratas o subcontratas y
empresas de trabajo temporal, es fre-
cuentemente referenciada en planes
de acción positiva o convenios co-
lectivos con contenido en materia de
género. Habitualmente se utilizan
fórmulas genéricas tendentes a que
las empresas que suministran perso-
nal, conozcan y respeten, los meca-
nismos implantados en la empresa
para el fomento de la paridad de tra-
tamiento, insuficientes en la mayoría
de las ocasiones en la medida que
han quedado superados por las dis-
posiciones normativas . Esta mate-
ria, en la que la autonomía de las
partes en la negociación de medidas
juega un papel nuclear, es idónea pa-
ra introducir mecanismos funciona-
les que se adapten a esta colabora-
ción de empresas; el plan de
acciones positivas puede –y sería lo
oportuno-, establecer que las traba-
jadoras de empresas externas deben
beneficiarse de todas las medidas
previstas en el plan de igualdad que
materialmente, se les puedan aplicar
mientras desempeñen sus funciones
en la empresa usuaria; de esta forma
se daría cumplimiento a lo dispues-
to en el art. 11.1 de la Ley
14/1994, de empresas de trabajo
temporal, que establece que “los tra-
bajadores contratados para ser cedi-
dos tendrán derecho a que se les
apliquen las mismas disposiciones
que a los trabajadores de la empresa
usuaria en materia de protección de
las mujeres embarazadas y en perio-
do de lactancia, y de los menores, así
como a la igualdad de trato entre
hombres y mujeres y a la aplicación
de las mismas disposiciones adopta-
das con vistas a combatir las discri-
minaciones basadas en el sexo, la ra-
za o el origen étnico, la religión o las
creencias, la discapacidad, la edad o
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la orientación sexual.” Esta exten-
sión del ámbito aplicativo al perso-
nal externo, perfectamente justifica-
do por el aprovechamiento del
empresario principal sobre la presta-
ción de una mano de obra ajena, es
especialmente recomendable en el
caso de los protocolos contra el aco-
so sexual, puesto que los riesgos
profesionales –en este caso intimida-
ción sexual o por sexo– los provoca
el entorno empresarial al que se des-
plaza la trabajadora ; judicialmente,
el art. 177.4 de la Ley 36/2011, de
10 de octubre, reguladora de la ju-
risdicción social, permite demandar
por acoso a empresarios interpuestos
en la medida que se puede recurrir a
la jurisdicción social “contra cual-
quier otro sujeto que resulte res-
ponsable, con independencia del ti-
po de vínculo que le una al
empresario” . En estos casos, lo ló-
gico sería una regulación legal que
imponga la aplicación del protocolo
contra el acoso laboral o por sexo
existente en la empresa, a la que per-
tenece el empleado que provoca el
hostigamiento, pues al fin y al cabo
es la que dispone de la facultad de
sanción laboral. De igual forma, si el
acoso lo provoca el empleado envia-
do en misión o desplazado a una
subcontrata, contra personal de la
empresa con la que comparte el es-
pacio de trabajo, el protocolo a acti-
var – por denuncia del trabajador/a
acosado aunque sea ajeno a la plan-
tilla– es el de la empresa a la que 
pertenece el autor de la conducta de-
nunciada, protocolo o procedimien-
to contra el acoso sexual de existen-
cia obligatoria , tal y como se ana-
lizará al tratar esta cuestión. Sosla-
yando la concreta materia del acoso
sexual laboral, el art. 11.1 de la Ley
14/1994, ordena la aplicación al
personal “en misión” de las medidas
del plan de igualdad de la empresa
usuaria, que materialmente se les
puedan adaptar, lógicamente, mien-
tras dure la cesión de personal (por
motivos obvios no se les aplicarán las
previstas en contratación o promo-
ción en la empresa, pero sí las dirigi-
das a formación, conciliación u or-
denación del tiempo de trabajo).
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Clasificación y promoción
profesional
El acto de la clasificación profesio-
nal es el determinante del resto de
las condiciones laborales que va a
disfrutar la empleada; el salario, la
jornada, las posibilidades de promo-
ción, los riesgos profesionales y has-
ta las condiciones económicas de
extinción laboral o la jubilación, de-
penderán del puesto de trabajo que
se ocupe en la empresa. Las guías
contienen un variado catálogo de
medidas en la materia, tales como
utilizar el sistema nacional de clasi-
ficaciones profesionales para identi-
ficar los puestos de trabajo presen-
tes en la empresa, o la elaboración
de la clasificación profesional con
base en pautas neutras como la for-
mación, la iniciativa, la autonomía,
la complejidad de la actividad, la
responsabilidad o el liderazgo preci-
so para su desempeño. Un elemen-
to básico e inexcusable para evitar la
discriminación en este ámbito es la
eliminación del identificador sexual
en la definición de los puestos de
trabajo, práctica aún frecuente en
algunas ofertas de empleo .

En esta materia, de nuevo, se detec-
ta un problema del sistema de rela-
ciones laborales español; el sector
productivo con mayor peso es el de
los servicios, en el que la mano de
obra que se precisa es de nula o es-
casa cualificación y que está atendi-
do mayoritariamente por trabajado-
ras, frente a sectores como el
industrial, en el que las empresas
precisan un mayor porcentaje de
técnicos cualificados (diplomaturas,
licenciaturas o grados, o formación
profesional de segundo ciclo). Pre-
cisamente los sectores productivos
en los que se requiere mano de obra
con mayor titulación, están comple-
tamente masculinizados (por ejem-
plo, sector industrial en el que el sa-
lario medio es mayor en com-
paración con el sector servicios) y
además, es dónde se advierte una
mayor brecha salarial entre salarios
medios de hombres y mujeres en
comparación con otros sectores .

2.2
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En los textos prácticos revisados, se
prevén una batería de medidas muy
adecuadas para el fomento de la
igualdad en la clasificación profesio-
nal; así, el diseño de planes de ca-
rrera específicos para determinadas
trabajadoras, la promoción de ac-
ciones positivas en las actividades de
formación, reservando una cuota fe-
menina, el fomento de las habilida-
des directivas de las mujeres, o el
aumento del control de cada perso-
na sobre su puesto de trabajo, re-
percuten no sólo en una clasifica-
ción no sexista, pues además ge-
neran una mayor satisfacción del
trabajador/a en su vida profesional
y personal . Pero como paso previo
a la adopción de medidas concretas,
es preciso que la elaboración de la
clasificación profesional no repro-
duzca la segregación sexual exis -
tente en el mercado de trabajo, y
elimine cualquier componente dis-
criminatorio en las funciones asig-
nadas a los grupos o niveles profe-
sionales , de igual forma que todo
plan debería contener la formación
interna en materia de igualdad de
oportunidades, especialmente dirigi-
da a los equipos de dirección y ges-
tión de la empresa, que al fin y al ca-
bo, serán los responsables de ga-
rantizar el respeto a la paridad se-
xual, y que en el caso de la plantilla
en general, es frecuente que se rea-
lice mediante charlas de sensibiliza-
ción ; la medida, por su obviedad,
puede parecer innecesaria dado que
se trata de un derecho a la igualdad
universalmente conocido, sin em-
bargo, verbalizar el derecho y su
contenido revela aspectos y manifes-
taciones del mismo habitualmente
desconocidos por la plantilla que
una vez razonados, se aceptan y
cumplen con más normalidad.

La clasificación profesional es una
materia directamente relacionada
con la promoción en la empresa; el
puesto que se ocupa condiciona la
futura carrera profesional de manera
que es corriente que, tanto en ma-
nuales de elaboración de planes de
acción positiva como en los propios
planes, estas materias se traten con-
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juntamente. El proceso de ascenso
en la empresa puede venir reglado
en la negociación colectiva, o por
acuerdo colectivo en su defecto; en
ambos casos es preciso incluir en el
plan pautas que no perjudiquen a las
candidatas femeninas, pues tal y co-
mo ordena el art. 24.2 ET: “Los as-
censos y la promoción profesional
en la empresa se ajustarán a criterios
y sistemas que tengan como objeti-
vo garantizar la ausencia de discri-
minación directa o indirecta entre
mujeres y hombres, pudiendo esta-
blecerse medidas de acción positiva
dirigidas a eliminar o compensar si-
tuaciones de discriminación.” Los
ejemplos propuestos van desde el es-
tablecimiento de criterios objetivos
y medibles para poder acceder a una
promoción o ascenso, la comunica-
ción abierta y pública en la empresa
de la disponibilidad del puesto y de
los criterios para acceder a esa pro-
moción; o el establecimiento de pro-
gramas de “monitorizaje” –desig-
nando un tutor/a a la trabajadora
con potencial para ocupar puestos
de mayor categoría–, o también, ga-
rantizar la presencia sindical y feme-
nina formada en género, en los ór-
ganos responsables de decidir la
promoción . Una de las medidas
más adecuadas, siempre que el pues-
to de trabajo lo permita, es la elec-
ción del trabajo por objetivos como
mecanismo para evaluar a los/las
candidatos que opten al ascenso,
además de ser un buen sistema para
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determinar complementos salariales.
Este sistema logra examinar ecuáni-
memente la calidad y el nivel de
cumplimiento de la actividad labo-
ral; si además se puede realizar me-
diante parte de la jornada a través de
jornadas flexibles y/o el teletrabajo
la medida, añadidamente, conciliará
oportunamente las responsabilidades
laborales y familiares de la trabaja-
dora, o del trabajador en su caso. En
la práctica negocial éstas y otras me-
didas –como el estudio de los perfi-
les profesionales de las candidatas
con potencial para el ascenso, vetan-
do cualquier penalización para la
promoción por el hecho de flexibili-
zar el tiempo de trabajo, al tener
menores o dependientes a su cargo–,
son ejemplos de buenas prácticas a
incorporar el los planes . En los úl-
timos años las nuevas formas de li-
derazgo que aportan las mujeres en
los equipos directivos se están consi-
derando un valor añadido en deter-
minadas estructuras empresariales,
de hecho, el establecimiento de cuo-
tas en los equipos directivos es una
recomendación presente en la ma-
yoría de los manuales analizados ,
tratándose de una materia en la que
resulta imprescindible detenerse.

La obligatoriedad del establecimien-
to de un porcentaje de mujeres en
los equipos directivos se encuentra
en el art. 75 LOI que determina que
“las sociedades obligadas a presentar
cuenta de pérdidas y ganancias no
abreviada procurarán incluir en su
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Guía para la implantación de un plan de igual-
dad en las pymes al amparo de la nueva ley de
igualdad 2007, cit., pág. 19.

GARCÍA QUIÑONES, J.C. “La formación
profesional, los sistemas de promoción y los sis-
temas de clasificación profesional” en Análisis de
medidas y planes de igualdad en la negociación
colectiva, cit., pág. 133.

Manual para elaborar un Plan de Igualdad en la
empresa. Aspectos básicos, cit., págs. 86-87. Con-
viene que este proceso de información y sensibi-
lización también se realice con los representantes
de personal; Guía para la elaboración de planes
de igualdad en las empresas, Secretaría de 
Igualdad de UGT-Madrid, pág. 36, en:
http://madrid.ugt.org/pdfs/Menu%20Mujer/
Gu%C3%ADa%20para%20la%20elaboraci%C3%
B3n%20de%20Planes%20de%20Igualdad%
20en%20las%20Empresas/plan_igualdad.pdf 
(09.01.2013).

Guía para la implantación de un plan de igual-
dad en las pymes al amparo de la nueva ley de
igualdad 2007, cit., pág. 19

Buenas prácticas para integrar la igualdad de
género en las empresas, Fundación Mujeres-Junta
de Extremadura, 2006, pág. 39, en: http://
www.fundacionmujeres.es/img/Document/
15025/documento.pdf (09.01.2013).

Ejemplos de ello: Manual para elaborar un Plan
de Igualdad en la empresa. Aspectos básicos, cit.,
pág. 13; Planes de igualdad en empresas, Institu-
to Andaluz de la Mujer, Consejería para la Igual-
dad y Bienestar Social, pág. 16, en: http://
www.juntadeandalucia.es/empleo/calidad/admin/
downloads/descargar.php?id=428 (09.01.2013);
Planes de igualdad en el sector agroalimentario,
cit., pág. 22, estableciendo éste último un por-
centaje del 40% de presencia femenina en las 
categorías profesionales sub-representadas.

Base de datos de la Comisión Europea sobre
mujeres y hombres en la toma de decisiones:
http://ec.europa,eu/justice/gender-equality/
gender-decision-making/database/index_en
(24.12.2012).

Hubiera sido aplicable en torno a 5.000 empre-
sas europeas: http://europa.eu/rapid/press-release_
IP-12-1205_es.htm, (24.12.2012). La propues-
ta de Directiva: Proposal for a Directive of the
European Parliament and of the council on im-
proving the gender balance among non-executive
directors of companies listed on stock exchanges
and related measures, Bruselas, 14.11.2012,
COM(2012) 614 final, 2012/0299 (COD).

AMERATUNGA, S.; KAWAR, M. Directrices para in-
cluir la perspectiva de género en las políticas de empleo,
(Informe de políticas 5: “Calificaciones y empleabili-
dad”), Organización Internacional del Trabajo, Depar-
tamento de Políticas de Empleo, Ginebra, 2011, pág.
4, en: http://www.ilo.org/wcmsp5/groups/public/
---ed_emp/documents/instructionalmaterial/
wcms_170457.pdf (09.01.2013).
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Consejo de administración un núme-
ro de mujeres que permita alcanzar
una presencia equilibrada de mujeres y
hombres en un plazo de ocho años”, a
partir de la entrada en vigor de la LOI.
Por otro lado, la Disposición Adicio-
nal primera aclara que se entenderá
por composición equilibrada, cuando
las personas de cada sexo “no superen
el sesenta por ciento ni sean menos del
cuarenta por ciento” en su conjunto.
La importancia de esta presencia se
evidencia en que es uno de los criterios
tenidos en cuenta para la concesión del
distintivo para las empresas en materia
de igualdad (art. 50.4 LOI). Por su
parte, el art. 52 LOI recoge el princi-
pio de presencia equilibrada de muje-
res y hombres en los órganos directi-
vos de la Administración General del
Estado y organismos públicos vincula-
dos o dependientes de ella; esta deter-
minación de presencia femenina, en el
ámbito de la administración general
del Estado, también se establece para
los órganos de selección de personal
(art. 53) y en los órganos colegiados,
comités de personas expertas o comi-
tés consultivos, nacionales o interna-
cionales en los que esté representada la
citada administración (art. 54). Todas
estas medidas tienen como plazo lími-
te de implantación el año 2015 y su
objetivo es franquear el conocido co-
mo “techo de cristal” aliviando la in-
frarepresentación femenina en los ór-
ganos directivos de las empresas que es
sólo del 13,7% en Europa, teniendo
España sólo un 11,5%, por lo que de
seguir esta tendencia se tardarían 40
años en alcanzar un 40% de presencia
de mujeres .

Desafortunadamente, en el ámbito co-
munitario, la conquista de los puestos
directivos por las empleadas femeninas
ha sufrido un revés que no es conse-
cuente con la trayectoria general del
derecho social europeo en esta materia,
que básicamente ha fijado el contenido
obligatorio en materia de igualdad de
género de las legislaciones nacionales
menos progresistas en este tema, como
ha sucedido en el caso español. La pro-
puesta de Directiva para acelerar el pro-
greso hacia un mejor equilibrio de gé-
nero en los consejos de administración
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de las empresas europeas, que fijaba co-
mo plazo de transposición hasta el año
2020, y pretendía ser aplicable en em-
presas de más de 2.500 empleados o
con ingresos superiores a 50 millones
de euros , ha sido pospuesta por la
Comisión Europea, lo que desde luego
supone un retroceso importante en el
proceso de equiparación laboral feme-
nina en Europa y ensombrece los avan-
ces conquistados durante décadas; que
las mercantiles sean dirigidas mayorita-
riamente por varones, en la mayoría de
las ocasiones, perpetúa la aplicación de
patrones machistas en la cultura em-
presarial.

La formación ocupacional
La formación y la recualificación pro-
fesional en el seno de la empresa es
complicada, pues el diseño de una
formación sensible al género debe
sortear numerosos factores estructu-
rales discriminatorios, y atender dos
aspectos diferentes del proceso for-
mativo: el acceso a la formación y el
contenido de la misma. Las ventajas
de superar estereotipos ocupacionales
cualificando a la mano de obra feme-
nina son, desde la perspectiva empre-
sarial, muy valiosas pues “resulta po-
sitivo para generar innovación,
competitividad y lealtad del personal
(…) y se traduce en una asignación
más eficaz de la mano de obra, mayor
productividad y producción total, au-
mento de la competitividad global y
mejor formación del capital humano
para la siguiente generación”, además
de ser una herramienta muy eficaz pa-
ra combatir las múltiples dimensiones
de la pobreza a nivel global .

Testar que la formación prevista en la
empresa atiende, convenientemente, al
principio de igualdad precisa en primer
término recabar qué porcentajes de
mujeres y hombres han asistido a los
cursos formativos disgregados por la
tipología del curso (por ejemplo: idio-
mas, informática, habilidades interper-
sonales, gestión del tiempo, gestión de
estrés, liderazgo, comunicación) y en
caso de una menor presencia femeni-
na, indagar en las causas y en las medi-
das adoptadas por la empresa para evi-
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tar este déficit . Es importante evaluar
los procedimientos de difusión de las
ofertas de formación y los criterios de
selección para decidir que parte de la
platilla los realiza. Las posibilidades de
acceso de la trabajadora a la forma-
ción, están íntimamente relacionados
con cuestiones como la voluntariedad-
obligatoriedad de los mismos o su rea-
lización dentro o fuera de la jornada
laboral, la posibilidad de su segui-
miento mediante medios telemáticos
que permitan conciliarlos con otras
ocupaciones, o si los cursos ofertados
fuera del horario laboral son preferen-
temente dirigidos a unos tipos de ocu-
paciones en la empresa pertenecientes
a un nivel profesional determinado.
También resulta conveniente diagnos-
ticar si se fomenta la formación exter-
na a la empresa mediante algún tipo
de ayuda económica, y si existe algún
tipo de formación en la empresa sobre
igualdad de oportunidades. En segun-
do lugar es necesario analizar sí existe
y qué contenido tiene el Plan de for-
mación en la empresa, cómo se detec-
tan las necesidades formativas, qué ti-
po de cursos se han impartido en los
últimos años (de especialización técni-
ca, de desarrollo de carrera, de forma-
ción genérica) y quién determina y ba-
jo qué criterios estas cuestiones.

La práctica generalidad de las guías
advierten sobre la conveniencia del
establecimiento de la formación con-
tinúa en horario laboral, el estable-
cimiento de ayudas económicas cuan-
do la formación no pueda realizarse
en la jornada laboral, vincular las ac-
ciones formativas al acceso a la pro-
moción profesional, el fomento de la
formación de mujeres en los puestos
con menor presencia, el derecho de la
formación de las trabajadoras que
ejercen un derecho de reducción y
excedencia de jornada, para conciliar
vida personal y vida laboral , o el es-
tablecimiento de medidas de acom-
pañamiento y cuidado de los hijos
durante el tiempo de formación, si és-
ta se realiza fuera del horario laboral
. Para la conciliación entre trabajo y

formación, determinados manuales
recomiendan contemplar la forma-
ción en modalidad semi presencial, la
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31 creación de un aula virtual de forma-
ción vía intranet, incorporar la pers-
pectiva de género en todos los cursos
de formación que la empresa dirija a
su personal, e incluir un módulo de
igualdad de oportunidades en todos
los cursos de formación que organice
la empresa .

Como conclusión y partiendo de la
premisa general de que “los altos nive-
les de desigualdad son un impedimen-
to para el crecimiento económico,
pues éstos aumentan la pobreza y re-
trasan la justicia social”, en lo que ata-
ñe concretamente a la formación ocu-
pacional de la mano de obra femenina
según destacan informes internaciona-
les, “la infrautilización de las califica-
ciones de las mujeres provoca un des-
perdicio de recursos humanos y ahoga
la innovación y la creatividad. Para
competir a nivel mundial, los países
deben hacer un uso pleno y eficaz de
su capital humano” y, por lo menos la
mitad de ese capital humano, son mu-
jeres .

Condiciones salariales
Los dos aspectos básicos a evaluar res-
pecto al sistema retributivo, son el
cumplimiento del derecho universal de
equiparación salarial por un trabajo de
igual valor, y el establecimiento de sa-
larios base y complementos salariales
no discriminatorios. Determinadas
guías enuncian directamente que el PI
debe garantizar el “principio de igual
remuneración por trabajos equivalen-
tes” derecho garantizado internacio-
nalmente hace décadas; el Convenio
OIT sobre igualdad de remuneración,
nº 110 de 1951, establece la obliga-
ción de garantizar por parte de las le-
gislaciones nacionales de una idéntica
retribución por un “trabajo de igual
valor” y no “por un mismo trabajo”,
criterio que, entre dos prestaciones
comparables, evita las discriminaciones
salariales camufladas en circunstancias
como la modalidad contractual, la ca-
tegoría profesional, o los complemen-
tos salariales que corresponden a una
u otra actividad laboral, formalmente
diferentes pero cuyo contenido real es
análogo. Sin embargo en nuestro país
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la discriminación salarial sigue siendo
frecuente y además se manifiesta en
varios sentidos; en primer lugar, la
brecha salarial en España entre sexos
ha aumentado de 5.292 a 5.745 eu-
ros y ha subido de 28 a 29,1 puntos
porcentuales . Esta elevada y cre-
ciente diferencia, obedece a diferen-
tes variables tales como la jornada la-
boral, el tipo de contrato, la
ocupación laboral, el sector de activi-
dad, o los diferentes componentes
del salario. También resulta determi-
nante de esta ruptura al principio de
igualdad salarial, la existencia de sec-
tores masculinizados mejor retribui-
dos que los ocupados preferente-
mente por mujeres; tal y como
desvelan los estudios en la materia,
en el sector servicios, en el que exis-
te una tasa de ocupación femenina
porcentualmente más alta que en
sectores como el industrial, el salario
medio es menor y además, la dife-
rencia salarial media entre hombres y
mujeres es mayor a la de otras ocu-
paciones. Añadidamente, se acusa
una mayor brecha salarial por sexo
en la contratación indefinida frente a
la temporal; “esta mayor remunera-
ción de las personas asalariadas inde-
finidas se produce tanto entre los
hombres como entre las mujeres, pe-
ro no con la misma intensidad. La
ganancia media masculina mejora
claramente de un contrato temporal
a uno indefinido (+56%), en mayor
medida de lo que mejora la ganancia
femenina entre un contrato temporal
y uno indefinido (+35%). Es decir,
los hombres, además de contar con
una ganancia media superior a las
mujeres en los contratos tempora-
les, también logran aumentar más
su ganancia media al contar con un
contrato indefinido” .

Atendidas las altas tasas de incumpli-
miento de la igualdad retributiva,
cualquier medida de acción positiva
en esta materia debe diseñarse con un
doble carácter, correctivo y preven-
cionista, tratando en primer término
de eliminar las discriminaciones exis-
tentes, y de otro lado, articulando las
medidas necesarias para evitar que
vuelvan a producirse situaciones dis-
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criminatorias en la empresa. En cuan-
to a los actos que lesionan el derecho
a la igualdad de tratamiento por sexo
en general, debe diferenciarse entre
las discriminaciones directas, que se
producen exclusivamente por la per-
tenencia a un género determinado,
de aquéllas que no estando funda-
mentadas en el sexo o que estándolo
tienen una apariencia neutra, pero
afectan mayoritaria o únicamente a
un grupo específico de trabajadoras
(discriminaciones indirectas o inver-
sas) ; los actos discriminatorios a tra-
vés de medidas que aparecen formu-
ladas aparentemente de forma
imparcial, pero afectan negativamen-
te a un porcentaje más alto de muje-
res que de hombres, se produce pre-
ferentemente en los criterios o
pruebas para acceder al empleo, en
las condiciones exigidas para ocupar
un puesto determinado o promocio-
nar en la empresa, y sobre todo en
materia salarial; de este modo, se en-
tiende como una discriminación indi-
recta, la diferencia salarial que afecta
a una modalidad contractual ocupa-
da mayoritariamente por mujeres en
la empresa o en el sector productivo
concreto (por ejemplo, contratadas a
tiempo parcial con un salario propor-
cionalmente menor al de los trabaja-
dores a tiempo completo en la em-
presa o en el sector).

En cuanto a la detección de discrimi-
naciones en esta materia, en primer
término debe diferenciarse dentro de
la estructura retributiva entre el sala-
rio base –abono fijado habitualmente
por unidad de tiempo o de obra-, y
los complementos salariales, que se
determinan en función de circuns-
tancias relativas a condiciones perso-
nales del trabajador/a, a la cantidad o
calidad del trabajo realizado, o a la si-
tuación o resultados de la empresa.
En el establecimiento del salario base
se debe evitar la segregación de cate-
gorías o grupos profesionales por se-
xo, y atribuir idéntico salario base, a
categorías diferentes en las que las ta-
reas tengan el mismo nivel de com-
plejidad, responsabilidad, fatiga, o ni-
vel de formación. Tal y como ha
advertido la jurisprudencia constitu-
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cional, la determinación de las cate-
gorías y grupos profesionales debe
efectuarse mediante reglas comunes
para trabajadoras y trabajadores, sien-
do precisa “la utilización de criterios
neutros, con exclusión de los sexual-
mente caracterizados, por correspon-
der a los rasgos medios de la capaci-
dad del varón” ; ejemplos de
prácticas contrarias al principio de
igualdad retributiva son, por ejemplo,
la determinación de un salario base
menor para los trabajadores tempora-
les o el establecimiento de una edad
de jubilación diferente para mujeres y
hombres, estando la pensión de jubi-
lación comprendida en el concepto
global de salario y por tanto, tutelada
por el principio de igualdad .

Es frecuente que la discriminación
retributiva se camufle en el recono-
cimiento de determinados comple-
mentos a categorías o niveles profe-
sionales o actividades desempeña-
das, exclusiva o mayoritariamente
por trabajadores varones. Esta ope-
ración suele producirse utilizando
complementos como el de antigüe-
dad, toxicidad, peligrosidad o noc-
turnidad, disposición horaria, o
complementos vinculados al puesto
de trabajo. En el diseño del PI es
recomendable utilizar incrementos
salariales más objetivos o neutros
que valoren la formación del traba-
jador (complementos personales
por titulación, idiomas) o los vincu-
lados a los resultados de la empresa
o a la cantidad y calidad del trabajo.
En este sentido, que los comple-
mentos salariales no sean discrimi-
natorios depende de una valoración
objetiva de la clasificación profesio-
nal, que atienda a criterios verídicos
sobre las autenticas características
del trabajo; en suma, la paridad re-
tributiva debe partir de una clasifi-
cación profesional no sexista, que
efectúe una evaluación de puestos
de trabajo neutra y ecuánime. De
esta forma debe entenderse contra-
rio a este derecho, por ejemplo, el
establecimiento de una remunera-
ción menor para las horas extraordi-
narias en el contrato a tiempo par-
cial, modalidad contractual pre-
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ferentemente utilizada con mujeres,
o el reconocimiento de un plus sa-
larial sólo a los trabajadores fijos.

Los documentos técnicos que sugie-
ren las premisas para elaborar planes
de acción positiva señalan muy opor-
tunamente la importancia de revisar el
salario correspondiente a los grupos,
categorías o niveles profesionales en
relación con el nivel de estudios y dis-
gregar la partida salarial por puestos
de trabajo y sexo, con y sin comple-
mentos, para testar si el salario base en
realidad se establece correctamente ;
es imprescindible, además, revisar que
los complementos salariales no pri-
man exclusiva o indebidamente con-
diciones como peligrosidad, toxici-
dad, esfuerzo físico, disponibilidad o
dedicación plena . Medidas como
promover que más hombres soliciten
la reducción de jornada y salario por
cuidado de un menor, mediante cam-
pañas de sensibilización acerca de la
importancia de cooperar en el cuida-
do de menores , o establecer indica-
dores para verificar la razonabilidad de
la promoción económica que no con-
lleve un cambio de grupo o categoría
profesional, son ejemplos válidos a
implantar en las empresas, con inde-
pendencia del sector productivo al
que pertenezcan .

Ordenación del tiempo de trabajo 
y conciliación de la vida laboral,
personal y familiar
El art. 44.1 LOI ordena que los de-
rechos de conciliación deben fo-
mentar “la asunción equilibrada de
las responsabilidades familiares, evi-
tando toda discriminación basada
en su ejercicio” permitiendo con es-
ta fórmula tan abierta, que en la
práctica se planteen medidas de di-
verso contenido. Normalmente los
objetivos de los planes de igualdad
en la materia tratan de fomentar la
corresponsabilidad en las tareas de
atención al núcleo familiar, o bien
están destinadas a permitir un uso
flexible y/o reducido de la jornada
por parte del trabajador/a que ten-
ga algún tipo de cargas familiares,
posibilidades que cuando no conlle-
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2.5

van una penalización económica
son completamente idóneas para
alcanzar los objetivos de compati-
bilización de tareas. Sin perjuicio
de la vinculación existente entre la
práctica totalidad de las condicio-
nes laborales entre sí, y en general,
de la situación laboral de la traba-
jadora respecto a sus situación vi-
tal, la materia de la conci liación es
perfecta para aplicar la transversali-
dad de las medidas de género, pues
precisamente permite el diseño de
medidas que inciden en condicio-
nes ajenas al espacio productivo
propiamente dicho, y además de
diferente naturaleza (familiar, per-
sonal, económica o cultural). El
concepto de transversalidad ha su-
puesto un avance importante en
materia de igualdad de género, e
implica superar el contenido inter-
nacional básico presente en la Car-
ta Fundacional de Naciones Uni-
das de 1945 (art. 55) o en la
Declaración Universal de los Dere-
chos Humanos de 1948 (art. 2),
en las que se manifiesta que toda
persona debe disfrutar de los dere-
chos y libertades sin distinción al-
guna de raza, color, sexo, idioma,
religión, opinión política o de cual-
quier otra índole, origen nacional
o social, posición económica, na-
cimiento o cualquier otra condi-
ción. No es hasta 1979 cuando se
supera esta indefinición sexual de la
normativa, que evidentemente per-
judica la diferente y peor situación
de la mujer en el mundo, mediante
la Convención de Naciones Unidas
sobre la Eliminación de todas las
formas de Discriminación contra la
Mujer de 1979, que en su art. 11
establece el derecho a las mismas
oportunidades en el empleo, en el
ascenso en el trabajo, en la estabili-
dad laboral, la formación profesio-
nal, y a la igualdad en la remunera-
ción e igual trato con respecto a un
trabajo de igual valor, así como el
derecho a recibir un tratamiento
equitativo respecto a la evaluación
de la calidad del trabajo y a la pro-
tección de la salud o a la seguridad
en las condiciones laborales. Pero
las particularidades y la gravedad de

la discriminación existente contra la
mujer en el mundo son puestas de
manifiesto aún más recientemente,
en la IV Conferencia Mundial sobre
las Mujeres de 1995 (ONU) –co-
nocida como Conferencia de Bei-
jing– en la que se acuña el término
de transversalidad, tratando de re-
solver la confluencia de factores de
diversa índole que afectan a la defi-
ciente situación de la mujer, por lo
que las medidas tendentes a alcan-
zar un tratamiento igualitario deben
ser “transversales”, eliminando las
desigualdades presentes en el ámbi-
to cultural, religioso, político y eco-
nómico. En la práctica –sin perjui-
cio de que la conciliación laboral y
personal sea una materia especial-
mente oportuna– implementar esta
orientación heterogénea en un plan
de acción positiva, significa que se
debe revisar cualquier aspecto rela-
cionado con la prestación laboral,
que incida directa o indirectamente,
en la igualdad de condiciones y
oportunidades en el empleo, que-
dando sólo excluidas las materias
que lo son en cualquier proceso ne-
gocial colectivo o individual, por
tratarse de derecho necesario abso-
luto . Precisamente porque las di-
ficultades de conciliar una actividad
asalariada y la atención del núcleo
familiar provocan una discrimina-
ción económica y social de la mujer,
los recortes económicos que se es-
tán produciendo en materias como
la dependencia inciden dramática-
mente sobre el colectivo femenino,
pudiendo calificarse como una for-
ma de violencia económica contra la
mujer. Añadidamente, la reforma
operada mediante la Ley 3/2012,
de 6 de julio, ha trasladado indebi-
damente el incremento del poder
empresarial al ámbito personal de
los trabajadores con responsabilida-
des familiares legalmente tutelado.
La Disposición Final primera de es-
ta reforma que modifica el art. 37
ET está provocando la imposibili-
dad de compatibilización de trabajo
y atención a las responsabilidades fa-
miliares, situación agravada por la
eliminación de la indemnización por
despido, extinción que afectará ma-
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yoritariamente al colectivo femenino.
La reforma del art. 37.4 ET ha con-
sistido en la reformulación de sus be-
neficiarios en términos neutros, inter-
pretando erróneamente la juris-
prudencia comunitaria que señaló la
necesidad de regular este derecho en
términos de corresponsabilidad, ob-
viando la necesidad de que el reparto
del derecho debe hacerse entre varios
posibles titulares del mismo. En
cuanto a la reforma del permiso de
lactancia (art. 37.5 ET), se reduce el
derecho de ajuste del mismo al obli-
gar a su cómputo diario, lo que evi-
dentemente perjudica la necesaria pla-
nificación de la conciliación por la
trabajadora. De otro lado, a través de
la reforma del art. 37.6 ET, se admi-
te la posibilidad de que la reducción
de jornada motivada en la concilia-
ción se concrete en la negociación co-
lectiva, en atención a “las necesidades
productivas y organizativas de las em-
presas” supeditando de esta forma un
derecho que ya estaba conquistado,
sin más condición a la conveniencia
del empresario. Finalmente se condi-
ciona el derecho al disfrute posterior
de las vacaciones cuando coincida con
el permiso de paternidad o con la in-
capacidad temporal incorporando lí-
mites temporales máximos (art. 38.3
ET) .

En cuanto al contenido de las medidas
en materia de conciliación, la mayor
parte de las mismas hacen referencia al
tiempo de trabajo, bien sea en relación
al horario de trabajo o a la duración de
la jornada; efectivamente esta materia
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tiene un “efecto desproporcionado so-
bre las mujeres” por ser ellas las que
principalmente se ocupan todavía del
cuidado de la familia y las diferentes
guías, concretamente proponen, el uso
fraccionado de los permisos retribui-
dos , introducir cláusulas de flexibili-
dad en la jornada, inclusive en turnos,
excedencias reducidas y fraccionadas,
y puestos de trabajo compartidos; tam-
bién introducir cláusulas para reducir la
jornada mediante jornadas continuadas
o jornadas partidas con descansos cor-
tos, implantar un transporte colectivo,
permitir el cumplimiento de parte de la
jornada mediante el teletrabajo y cele-
brar video conferencias, en vez de des-
plazar al personal, cuando sea posible,
y establecer en la negociación colectiva
a través del calendario laboral, distribu-
ciones irregulares de la jornada para
conciliar y coordinar con la representa-
ción legal el disfrute de jornadas espe-
ciales de las trabajadoras con responsa-
bilidades familiares . Otras acciones
positivas más específicas y detalladas
pueden consistir en flexibilizar el hora-
rio de entrada y salida para compatibi-
lizar los horarios escolares y de guarde -
rías con la jornada laboral, creación de
una bolsa de trabajo con personal es-
pecializado en asistencia y cuidado de
personas dependientes, ofrecer la posi-
bilidad de acumular las horas de lac-
tancia para su disfrute tanto continua-
do como de forma flexible, u ofrecer
permisos retribuidos para asistir a con-
sultas médicas y para el acompaña-
miento de menores y/o personas de-
pendientes . En otro orden de
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Además de transversal cualquier plan de igual-
dad debe ser colectivo-integral, dinámico, sis-
temático y coherente, flexible y temporal; Man-
ual para elaborar un Plan de Igualdad en la
empresa. Aspectos básicos, cit., pág. 7.
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El recorte de derechos laborales operado es tan
grave que desde luego, en esta materia, no
queda compensado por las mejoras introduci-
das en la anterior reforma mediante la Ley
35/2010, que fueron calificadas de “irriso-
rias”; CABEZA PEREIRO, J. “Estrategias para
la incorporación transversal del género en la
negociación colectiva”, Negociando la igual-
dad en las empresas: estado de la cuestión y es-
trategias para la implementación de una políti-
ca de igualdad de género, cit., pág. 10.

AMERATUNGA, S.; KAWAR, M. Directrices
para incluir la perspectiva de género en las
políticas de empleo, cit., pág. 6 (Informe de
políticas 10 “Prácticas adecuadas en el lugar de
trabajo”).

Planes de igualdad en el sector agroalimentario,
cit., pág. 22.

Planes de igualdad en el sector agroalimentario,
cit., pág. 20.

Manual para la implantación de Planes de
igualdad en las Empresas de Economía Social,
cit., pág. 17.
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cuestiones y atendiendo situaciones
personales de la trabajadora no rela-
cionadas con el cuidado de depen-
dientes, una posible medida a incluir es
que no computen las ausencias al tra-
bajo motivadas por violencia de géne-
ro o la flexibilización del tiempo y lu-
gar de trabajo, tal y como establecen
determinados convenios colectivos de
empresa que detallan un conjunto de
medidas en tales supuestos .

Aparte de las medidas sobre distribu-
ción del tiempo de trabajo, otras posi-
bles directrices consistirían en estable-
cer procedimientos objetivos para la
movilidad geográfica, priorizando la
permanencia de personas en situación
de guarda legal y es reseñable que la
práctica totalidad de las guías indican
que la disposición de un servicio de
guardería –propio de la empresa o
concertado con una empresa externa–
es un mecanismo de conciliación im-
prescindible, que en algunos casos se
sustituye por una compensación eco-
nómica para que la trabajadora opte
por el centro infantil que mejor se
adecue a sus necesidades . Efectiva-
mente el cuidado de hijos es la cues-
tión que más tiempo ocupa a la traba-
jadora por lo que las medidas que
valoren este aspecto pueden resultar
muy adecuadas para compensarla; por
ejemplo, a la hora de promocionar
podría puntuarse el hecho de tener hi-
jos a su cargo menores de una edad
determinada.

Con anterioridad a la LOI, la Ley
39/1999, de 5 de noviembre, ya in-
troduce en nuestro espacio jurídico la
conciliación laboral, estableciendo bá-
sicamente un régimen de permisos y
licencias, y algunas formas de flexibili-
zación de la jornada para la mujer tra-
bajadora . Por otra parte la llamada a
la negociación colectiva efectuada en
el art. 34.8 ET para que a través de
ella, se introduzcan reglas para un di-
seño de la jornada en términos de co-
rresponsabilidad y conciliación, no se
ha viso satisfecha a la luz de la realidad
convencional de los últimos años .
Afortunadamente se comienza a vis-
lumbrar un mayor compromiso en los
planes de igualdad más recientes en
dos ámbitos concretos: introduciendo
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medidas de conciliación que mejoran
las previstas legalmente, y permitien-
do fórmulas de flexibilización de la
jornada consecuentes con la concilia-
ción y la corresponsabilidad en la
atención de las tareas familiares entre
hombre-mujer . De entre las prime-
ras, son reseñables el incremento de la
duración de la suspensión de la ma-
ternidad, del tiempo de concesión de
los permisos retribuidos por naci-
miento de hijos o del de disfrute de
las excedencias familiares; también en-
contramos propuestas que permiten la
acumulación del periodo de lactancia,
la concesión de permiso no retribuido
para asistir al tratamiento de repro-
ducción asistida, para la tramitación
de la adopción internacional, o para el
acompañamiento en la asistencia mé-
dica de familiares o emergencias fami-
liares. En cuanto a otras fórmulas de
flexibilización horaria arbitradas en los
planes de igualdad, además de la típi-
ca prevista para quienes tengan a su
cargo a menores de una determinada
edad (normalmente 10 ó 12 años), o
para el cuidado de familiares con dis-
capacidad, o mayores de 65 años, en
la práctica se incluye la posibilidad de
adaptar los horarios de trabajo a los
horarios de las escuelas infantiles y de
las necesidades de las personas depen-
dientes, la creación de un horario es-
pecial para situaciones personales fa-
miliares graves, la posibilidad de una
jornada especial post maternidad du-
rante un tiempo tras la incorporación
de la trabajadora, o la alter-nativa de
establecer una jornada flexible dividi-
da en una jornada de obligada presen-
cia y otra de presencia flexible, en fun-
ción de las necesidades personales y
profesionales. En todo caso, debe
procurarse que la conciliación no inci-
da negativamente en la promoción
profesional o en las condiciones con-
cretas de la prestación laboral, y que
las medidas de flexibilización del tiem-
po de trabajo puedan disfrutarse por
los trabajadores varones para permitir
una asunción equilibrada de las res-
ponsabilidades familiares .

Pero no todas las guías aciertan en
las medidas a implantar, por lo que
resulta importante seleccionar las
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Un ejemplo en: Convenio colectivo de la em-
presa Compañía Española de Petróleos, S.A.
(CEPSA), Resolución de 18 de julio de 2011,
Resolución de 18 de julio de 2011, de la Di-
rección General de Trabajo, por la que se
regis tra y publica el Convenio colectivo de
Compañía Española de Petróleos, SA., (BOE
02.08.2011), págs. 87692-87693.

Planes de igualdad en el sector agroalimentario,
cit., pág. 20.

AMERATUNGA, S.; KAWAR, M. Directrices
para incluir la perspectiva de género en las
políticas de empleo, cit., págs. 5 y 7 (Informe de
políticas “Prácticas adecuadas en el lugar de
trabajo”); Planes de igualdad en el sector
agroalimentario, cit., pág. 20; Manual para la
implantación de Planes de igualdad en las Em-
presas de Economía Social, cit., pág. 17.

Guías específicas en materia de conciliación:
Guía de buenas prácticas para conciliar la vi-
da familiar y profesional, Instituto de la Mu-
jer, Madrid, 2001; La conciliación de la vida
laboral, familiar y personal: Una estrategia
que beneficia a las empresas. Información prác-
tica para integrar la conciliación en las orga-
nizaciones laborales, Fundación Mujeres,
2007; Guía sobre conciliación de la vida labo-
ral, familiar y personal, Instituto Andaluz 
de la Mujer, Consejería para la Igualdad y
Bienes tar Social, 2008.

MOLERO MARAÑÓN, Mª.L. “Medidas
para conciliar la vida laboral y la vida personal
y familiar” en Análisis de medidas y planes de
igualdad en la negociación colectiva, cit., págs.
40 y ss. Algunas excepciones a esta tónica gene-
ral de los convenios colectivos, recogiendo
mejoras a la regulación legal en págs. 43-44.
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MOLERO MARAÑÓN, Mª.L. “La concilia -
ción laboral” en Análisis de medidas y planes
de igualdad en la negociación colectiva, cit.,
págs. 139-141.

Ibidem, pág. 142. Señalando la presencia
asimétrica en la atención de las tareas repro-
ductivas: ÁLVAREZ MONTERO, A. “Pre-
vención de riesgos laborales con perspectiva
de género”, Gestión práctica de Planes de
Igualdad, cit., págs. 118 y ss.

La guía comentada propone otras medidas más
adecuadas como liberar la jornada de tarde de
los viernes a las trabajadoras, sin embargo el
“banco de tiempo” o “dar libre el día del
cumpleaños” restan seriedad, rigor y compro-
miso a este documento; Cuaderno de trabajo 3:
Del discurso de la conciliación al discurso de la
igualdad, Red Concilia, Área de Gobierno de
Familia y Asuntos Sociales del Ayuntamiento
de Madrid, 2009, págs. 22-23, en: http://
www.madrid.es/UnidadesDescentralizadas/
IgualdadDeOportunidades/Publicaciones/
CuadernosTrabajo/CUADERNO_3.pdf
(09.01.2013). En otro sentido –más acerta-
do–, la propuesta de “bancos de tiempo li-
bre” como medida que permite al personal
intercambiar sueldo por tiempo libre, lo que
equivaldría a vacaciones no retribuidas, en:
Guía de buenas prácticas para conciliar la vi-
da familiar y profesional, Fundación Mujeres,
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, In-
stituto de la Mujer, 2010, pág. 11, en:
http://www.ib.ccoo.es/comunes/recursos/
12/doc22183_Conci l iac ion_de_la_vida_
laboral,_familiar_y_personal._.pdf (09.01.2013).

Plan de Igualdad entre mujeres y hombres
Sodexo España S.A. (2010-14), en: BRAVO,
C.; GÓMEZ, R. Buenas prácticas en la nego-
ciación de los planes de igualdad, cit., pág. 51.
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propuestas que en primer lugar, se
adapten a la estructura y particulari-
dades de la empresa, y además sean
prácticas y efectivas. Proponer por
ejemplo los “bancos de tiempo” co-
mo medida de conciliación no resul-
ta ninguna de las dos cosas, pues una
materia en la que se trata de la aten-
ción de menores o dependientes es
preciso poner a disposición de la tra-
bajadora el apoyo de servicios espe-
cializados y de confianza, por lo que
esta propuesta –propia del asociacio-
nismo ciudadano– no es oportuno ni
tan siquiera en tiempos de crisis, tal y
como justifica la medida comentada;
el compromiso de la empresa en el
cumplimiento de la conciliación, en
la mayoría de las ocasiones no con-
lleva un desembolso económico im-
portante –por ejemplo la mayoría de
las fórmulas de flexibilización hora-
ria–, pero el caso de los servicios in-
ternos o externos de guardería sí
conlleva un gasto ineludible a asumir
por la empresa .

Finalmente mencionar que la inter-
pretación jurisprudencial del catálo-
go de derechos de la trabajadora que
concilia trabajo y cuidado de familia-
res puede considerarse muy adecua-
da en algunos aspectos; concreta-
mente la extinción contractual del
contrato de obra o servicio de una
trabajadora con reducción de jorna-
da por guarda legal, se ha considera-
do automáticamente nula, al realizar-
se una interpretación extensiva del
régimen legal que ampara a la traba-
jadora embarazada y la protege, tan-
to frente al despido como a los actos
preparatorios del mismo (STS u.d.
16.10.2012). De esta forma, se apli-
ca la doctrina constitucional que en-
tiende que al estar comprometido un
derecho fundamental debe aplicarse
estrictamente el derecho a la tutela
judicial efectiva (STC 92/2008, de
21 de julio) constituyendo el dere-
cho a la jornada reducida por guarda
legal, una institución directamente
vinculada con el derecho a la no dis-
criminación por razón de sexo. Co-
mo consecuencia de ello, en estos su-
puestos es necesaria “una tutela más
enérgica que la ordinaria frente a la
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discriminación”, lo que supone que
la trabajadora queda eximida de la
acreditación de que “existe indicio
alguno sobre la conculcación del de-
recho fundamental”, declarándose
automáticamente la nulidad. Por lo
que se refiere a la práctica conven-
cional encontramos manifestaciones
de este respeto a los derechos de
conciliación en determinados PI que
se fijan como objetivos la garantía de
“que el ejercicio de los derechos re-
lacionados con la conciliación no su-
pongan un menoscabo en las condi-
ciones laborales de la plantilla”,
añadiendo que el disfrute de dichos
derechos no puede suponer ningún
tipo de discriminación, velando por-
que se disfruten por las personas con
cualquier tipo de contrato y prestan-
do un especial seguimiento en el ca-
so de reincorporación al puesto de
trabajo, de personas con contratos
fijos discontinuos que han disfruta-
do reducciones por conciliación .

Otras materias
Bajo este epígrafe el art. 46.2 LOI
permite que el plan de igualdad
contenga todas aquellas materias
que los negociadores estimen opor-
tuno, tratándose de un instrumento
dúctil que se adapta a las necesida-
des específicas de cada mercantil en
materia de igualdad. Sin embargo,
la práctica totalidad de las guías, in-
cluye individualizadamente la pre-
vención de riesgos laborales bajo un
epígrafe en el que se proponen una
batería de medidas garantistas de la
igualdad por sexo en salud laboral,
aunque la LOI no la mencione ex-
presamente.

De hecho, incluso en las guías exis-
te cierta confusión a la hora de pro-
poner medidas en prevención de
riesgos con orientación de género,
concretamente respecto a su inclu-
sión en epígrafes no específicamen-
te relativos a la salud laboral; en al-
gunos casos, se propone “incluir en
la evaluación de riesgos laborales la
reproducción, lactancia y el estrés”
o “incluir actividades relacionadas

2.6
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no consideradas como enfermeda-
des profesionales” dentro del apar-
tado “Condiciones laborales y sa-
lud” junto a otras cuestiones no
concretamente dedicadas a la pre-
vención de riesgos . Con la misma
sensibilidad, que reconoce que fisio-
lógicamente la trabajadora puede
generar patologías específicas en el
lugar de trabajo, es típico que se in-
cluya la detección de riesgos labora-
les propios de las mujeres a la hora
de elaborar el Plan de Riesgos La-
borales, con inclusión en los reco-
nocimientos médicos oficiales del
reconocimiento ginecológico, pro-
mover el desarrollo de actuaciones
preventivas dirigidas a las trabajado-
ras con exposición a riesgos en cir-
cunstancias especiales asociadas a la
maternidad y lactancia, y la elabora-
ción de estadísticas periódicas, des-
agregadas por sexo, recogiendo y
valorando aspectos relativos a la sa-
lud laboral .

En cuanto al catálogo de materias de
diversa naturaleza que se sugieren en
los instrumentos técnicos para la ela-
boración de PI, encontramos la res-
ponsabilidad social corporativa, me-
didas para mujeres en situación o
riesgo de exclusión , siendo además
común que se traten dos cuestiones:
los problemas de representatividad
de la mujer en la empresa y la comu-
nicación, el lenguaje y la imagen no
sexista en la misma. Respecto a la
primera materia las buenas prácticas
aconsejan como objetivos a conse-
guir en la empresa el equilibrio en la
representación femenina-masculina
en la negociación colectiva y el acce-
so de mujeres a puestos de responsa-
bilidad, y de dirección y gestión;
también tratan de promover la com-
posición paritaria del consejo de ad-
ministración y órganos directivos de
la empresa; garantizar la equidad en-
tre géneros en los actos de represen-
tación de la empresa; promover la
formación y representación de agen-
tes de igualdad dentro de la empre-
sa; transmitir clara y explícitamente
el compromiso social de la empresa
con respecto a la equidad entre gé-
neros en actos de representación, o
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promover el asociacionismo interno
para la participación-acción de la
empresa en proyectos para la pro-
moción de la igualdad de oportuni-
dades .

En cuanto a la comunicación, len-
guaje e imagen no sexista conviene
que se incluya entre las materias del
plan de igualdad puesto que “la pu-
blicidad no sexista de los productos
o servicios de la empresa”, es uno de
los criterios evaluados para conceder
el distintivo de igualdad de las em-
presas previsto en el art. 50.4 LOI.
Los manuales indican que los objeti-
vos a cumplir en la materia van desde
revisar las publicaciones internas y
externas de la empresa, hasta la ac-
tualización del lenguaje del convenio
colectivo, eliminando todo estereoti-
po sexista en imágenes o textos de la
empresa .

Las posibilidades a la hora de incluir
diferentes cuestiones en la llamada
general efectuada en el precepto,
permiten que puedan establecerse
medidas de tutela de la trabajadora
embarazada, atendida la frecuente
extinción laboral basada en esta cau-
sa discriminatoria. Concretamente se
defiende que en el plan podría arti-
cularse un procedimiento de fiscali-
zación en los supuestos de despido
de trabajadoras embarazadas similar
al expediente contradictorio previsto
para los despidos de representantes de
los trabajadores del art. 55.1 ET . En
esta materia es preciso mencionar
que la interpretación jurisprudencial
ha acomodado convenientemente la
regulación sobre despido, con la tu-
tela de la trabajadora en situación de
embarazo o en situaciones conexas
con el mismo, estableciendo que no
es necesario que el empresario co-
nozca la situación de ingravidez pa-
ra que el despido se declare nulo con
base en el art. 55.5.b) ET (STS
17.10.2008 y STC 92/2008, de 21
de julio), doctrina atemperada pos-
teriormente al defenderse que la de-
claración de nulidad no impide la ul-
terior extinción del contrato
temporal de la trabajadora (STS
28.04.2010) .
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Planes de igualdad en el sector agroalimentario,
cit., pág. 22.

Manual para la implantación de Planes de
igualdad en las Empresas de Economía Social,
cit., pág. 74. Otras guías para esta modalidad
productiva: Guía para la implantación de me-
didas de igualdad en las Cooperativas, Elkar-
Ikertegia, S.Coop.And., Dirección General de
Economía Social del Gobierno Vasco, 2008;
Guía para la elaboración de planes de igualdad
en cooperativas de trabajo asociado, Confe-
deración Española de Cooperativas de Trabajo
Asociado, 2008.

Manual para elaborar un Plan de Igualdad en
la empresa. Aspectos básicos, cit., págs. 49 y 80.

Manual para la implantación de Planes de
igualdad en las Empresas de Economía Social,
cit., pág. 75. También en: Manual para elabo-
rar un Plan de Igualdad en la empresa. Aspectos
básicos, cit., pág. 75.

Planes de igualdad en el sector agroalimentario,
cit., pág. 22; Manual para elaborar un Plan de
Igualdad en la empresa. Aspectos básicos, cit.,
pág. 69.

FABREGAT MONFORT, G., Los planes de
igualdad como obligación empresarial, cit., págs.
71-73.

MARTÍN VALVERDE, A.; RODRÍGUEZ-
SAÑUDO GUTIÉRREZ, F.; GARCÍA MUR-
CIA, J. Derecho del Trabajo, Tecnos, Madrid,
2011, págs. 796-797.

ALFONSO MELLADO, C.L.; FABREGAT
MONFORTG, G. Los planes de igualdad en la
administración pública, Bomarzo, Albacete,
2007, pág. 65; LOUSADA AROCHENA, J.F.
“Acoso sexual y acoso sexista”, El principio de
igualdad en la negociación colectiva, AA.VV.,
LOUSADA AROCHENA, J.F. (Coord.), pág.
364; SERRANO GARCÍA, J.Mª. “La obliga-
toriedad de los convenios de proteger la dig-
nidad de la mujer y el hombre en el trabajo”,
en La conciliación de la vida laboral, familiar y
personal en la negociación colectiva de Castilla-
La Mancha, AA.VV., Bomarzo, Albacete, 2009,
pág. 276.

OLMO GASCÓN, A.M. “La tutela frente al
acoso sexista en el trabajo” cit., págs. 201-203.

Defendiendo la obligatoriedad de los protocolos
en todas las administraciones públicas y no sólo
en la Administración General del Estado: AL-
FONSO MELLADO, C.L. Igualdad entre mu-
jeres y hombres en la función pública, Albacete,
Bomarzo, 2007, pág. 55. En cuanto a las guías
en este ámbito, realizando una des-cripción muy
apropiada de la metodología a seguir en las cor-
poraciones locales, Guía para Elaborar Planes
Locales de Igualdad, Federación Española de
Municipios y Provincias, Secretaría General de
Políticas de Igualdad, Instituto de la Mujer,
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales.
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3. TRATAMIENTO DEL ACOSO
SEXUAL O POR RAZÓN DE SEXO
EN GUÍAS Y MANUALES

La obligatoriedad de los
protocolos contra el acoso 
con independencia del tamaño 
de la empresa

Con carácter previo al análisis de
los protocolos contra el acoso re-
comendados en diferentes docu-
mentos técnicos, nos detendremos
en dos aspectos de la regulación le-
gal que han tenido que ser inter-
pretados por la doctrina: la exis-
tencia de los protocolos contra el
acoso laboral asociados a un PI o
de existencia autónoma, y el inne-
cesario consentimiento de la vícti-
ma en los supuestos de acoso se-
xual laboral. En cuanto a la
primera de las cuestiones, los pro-
cedimientos para prevenir y solven-
tar el acoso sexual o por razón de
sexo se mencionan en el art. 46.2
LOI como una materia de obliga-
toria revisión en un plan de acción
positiva. Sin embargo, el art. 48 se
detiene específicamente en la pre-
vención de esta modalidad de aco-
so, estableciendo que las empresas
no sólo deben propiciar y asegurar
un ambiente laboral libre de este
tipo de conductas sino que añadi-
damente deben “arbitrar procedi-
mientos específicos para su preven-
ción y para dar cauce a las
denuncias o reclamaciones que
puedan formular quienes hayan si-
do objeto del mismo”. De la lectu-
ra conjunta de los arts. 46 y 48 se
concluye que el contenido de los
planes de igualdad puede ser varia-
do, y más o menos extenso depen-
diendo de las condiciones de res-
peto al principio de igualdad
presentes en la empresa, pero en
todo caso deben adoptarse proce-
dimientos específicos de preven-
ción y para dar cauce a las denun-
cias en materia de acoso.

Los PI enunciados en el art. 45
son de existencia obligatoria en
tres supuestos: empresas de más de

3.1

250 trabajadores/as, cuando así lo
recoja el convenio colectivo de
aplicación a la empresa, y cuando
la autoridad laboral hubiera acor-
dado en un procedimiento sancio-
nador “la sustitución de las sancio-
nes accesorias por la elaboración y
aplicación de dicho plan, en los
términos que se fijen en el indica-
do acuerdo (art. 45 en sus núme-
ros 2, 3 y 4). Fuera de estos su-
puestos la implantación de un PI
en la empresa es voluntario para el
empresario (art. 45.5). La circuns-
tancia de que los procedimientos
contra el acoso se enuncien como
uno de los posibles contenidos de
los PI plantea la duda de si su exis-
tencia sólo será obligatoria en los
tres casos expuestos; sin embargo,
la mención contenida en el art.
48.1 –“las empresas deberán”– pa-
rece indicar dos cosas: las empresas
deben establecer protocolos contra
el acoso con independencia de su
tamaño o de lo establecido en con-
venio, y en segundo lugar, los pro-
tocolos contra el acoso son materia
de obligatoria existencia en cual-
quier plan de igualdad, bien for-
mando parte del mismo o en un
instrumento independiente que
puede adoptar la forma de “códi-
gos de buenas prácticas” tal y co-
mo menciona el art. 48.1 en su se-
gundo párrafo . En este sentido,
es posible que la necesaria existen-
cia de medidas específicas para pre-
venir este tipo de acoso en todo el
tejido empresarial, sea muestra de
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un interés especial del legislador en
erradicar estas violaciones al dere-
cho a la dignidad personal tutelan-
do convenientemente el derecho a
la libertad sexual. Este tratamiento
por separado de los planes de
igualdad –que deben contener pro-
tocolos contra el acoso– y de los
propios protocolos “independien-
tes” de necesaria existencia, impli-
ca que las empresas de menos de
250 trabajadores o en las que sin
importar su tamaño, el convenio
colectivo de aplicación no establez-
ca la obligatoriedad de negociar un
PI, deben contar forzosamente con
procedimientos específicos para
prevenir la violencia sexual o sexis-
ta y para dar cauce a las denuncias
en la materia . De este modo se
desarrolla correctamente el dere-
cho laboral básico enunciado en el
art. 4.1.e) ET que garantiza la pro-
tección frente a este tipo de acoso,
otorgando la necesaria cobertura a
todos los trabajadores y trabajado-
ras independientemente del tama-
ño de la empresa, y que en la regu-
lación dirigida a garantizar la
igualdad en la función pública está
convenientemente resuelta, pues el
art. 62 y la Disposición final sexta
de la LOI se refieren a la obligato-
riedad de los mismos sin sujeción a
condición alguna y sin mencionar
en ningún caso, que deben formar
parte de los PI . Por otro lado, la
justificación de la existencia de es-
tos mecanismos de prevención y
resolución de conductas en todo
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tipo de empresas, da cumplimiento a
la normativa española en materia de
prevención de riesgos laborales que
establece el deber del empresario de
garantizar la seguridad y la salud de
los trabajadores a su servicio “en to-
dos los aspectos relacionados con el
trabajo”, debiendo realizar en pri-
mer término, una labor de preven-
ción de los riesgos . Sin embargo
esta tesis no ha prosperado en la
práctica, pues las guías de recomen-
daciones parten de la premisa de que
todo plan de igualdad debe contener
un protocolo contra el acoso sexual
o por razón de sexo, pero no indican
la posibilidad de que cuando el PI
no es obligatorio, la empresa deberá
contar en todo caso con un protoco-
lo contra el acoso por aplicación del
art. 48 LOI .

La irrelevancia del consentimiento
de la víctima en algunos supuestos
de acoso

Una definición típica del acoso sexual o
por razón de sexo en el trabajo que re-
para en tres posibles manifestaciones del
mismo, establece que debe considerar-
se acoso sexual si dicha conducta es in-
deseada, irrazonable y ofensiva para la
persona que es objeto de la misma; en
segundo lugar, sí la negativa o el some-
timiento de una persona a dicha con-
ducta de superiores o compañeros, se
utiliza de forma explícita o implícita co-
mo base para una decisión que tenga
efectos sobre el acceso de dicha perso-
na a la formación profesional y al em-
pleo, sobre la continuación del mismo,
los ascensos, el salario o cualesquiera
otras decisiones relativas al empleo; y fi-
nalmente si además, o de forma inde-
pendiente, dicha conducta crea un en-
torno laboral intimidatorio, hostil y
humillante para la persona que es obje-
to de la misma . Estas tres posibilida-
des nos plantean en primer término qué
sucede con las conductas sexuales ina-
propiadas por ofensivas, pero libremen-
te aceptadas por la víctima, y con las
que aparentemente son deseadas pero
están mediatizadas por un vicio del con-
sentimiento de la víctima, que accede
condicionada por algún temor .

73

72

3.2

71

74

En cuanto a la primera posibilidad
debe diferenciarse entre el acoso 
sexual vetado y el mero “compor-
tamiento sexual en la empresa” pues
el primero es indeseado y el segun-
do aceptado y mutuo , aunque se
desenvuelva mediante hostilidades o
resulte degradante desde el punto
de vista de los posibles testigos, per-
tenece a la libertad de los sujetos de
desarrollar su libertad sexual en los
términos que estimen conveniente,
a lo que cabe añadir que subjetiva-
mente el derecho a la dignidad y a
la integridad física y moral tiene
unos márgenes generosos depen-
diendo de cada sujeto. En la prácti-
ca numerosas guías para la elabora-
ción de PI recogen que “el acoso
sexual se distingue de las aproxima-
ciones libremente aceptadas y recí-
procas, en la medida que no son de-
seadas por la persona que es objeto
de ellas” .

Pero evaluar como imprescindible el
hecho del consentimiento de la vícti-
ma, sin más matizaciones, puede oca-
sionar la vulneración de un derecho
fundamental en los casos en los que
la voluntad de la víctima se encuen-
tra influenciada o anulada por las cir-
cunstancias que rodean el acoso
(aceptado por temor a sufrir conse-
cuencias laborales, por ejemplo) y
que recordemos, supera una mera
conducta sexual ordinaria pues se tra-
ta de manifestaciones ofensivas, inti-
midatorias u hostiles que denigran al
acosador, a la víctima, y si se efectú-
an en público, afectan al ambiente la-
boral de la empresa aunque se pre-
senten como aparentemente con-
sentidas. Resultan sorprendentes 
los resultados de las estadísticas
efectuadas entre trabajadoras espa-
ñolas en los que un amplio porcen-
taje, cree que muchos acosos sexua-
les se permiten por temor a sufrir
consecuencias laborales y además,
opinan que en bastantes ocasiones
las trabajadoras utilizan comporta-
mientos sexuales para acceder al em-
pleo o mejorar en el mismo ; a este
respecto es preciso aclarar que en muy
pocas ocasiones el acoso se produce
por una actitud complaciente de la
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PÉREZ DEL RÍO, T. La violencia de género en
el ámbito laboral: el acoso sexual y el acoso sexista,
Bomarzo, Albacete, 2009, págs. 55 y ss.

Sin indicar esta obligatoriedad y autonomía:
Aclarando algunas dudas sobre planes de igual-
dad, cit., págs. 52-53. De igual forma en la ne-
gociación colectiva, los protocolos contra el
acoso se incluyen normalmente como parte de
los PI; FABREGAT MONFORT, G. “La ne-
gociación de los planes de igualdad en los con-
venios colectivos de ámbito sectorial”, Nego-
ciando la igualdad en las empresas: estado de la
cuestión y estrategias para la implementación de
una política de igualdad de género, cit., pág. 83.

Recomendación de la Comisión de Comu-
nidades Europeas 92/131/CE, de 27.11.1991.

La doctrina y la jurisprudencia condicionan el
acoso al no consentimiento de la víctima; de es-
ta forma, la doctrina destaca jurisprudencia
procedente del TC, como la Sentencia
224/1999, de 13 de diciembre, que establece
“el carácter no deseado de la agresión libidinosa
y cómo, cuándo y con qué ‘contundencia’ ha
de manifestarse ese carácter no deseado. En se-
gundo lugar, la Sentencia 136/2001, de 18 de
julio, que reitera el criterio de la Sentencia an-
teriormente citada y determina que «para que
exista un acoso sexual ambiental constitu-
cionalmente recusable ha de exteriorizarse, en
primer lugar, una conducta de tal talante por
medio de un comportamiento físico o verbal
manifestado, en actos, gestos o palabras, com-
portamiento que además se perciba como inde-
seado e indeseable por su víctima o desti-
nataria»”, SOBRINO GONZÁLEZ, G.Mª.
“El acoso sexual y el acoso por razón de sexo”,
Análisis de medidas y planes de igualdad en la
negociación colectiva, cit., pág. 57. Defendien-
do la necesaria indeseabilidad: PÉREZ DEL
RÍO, T.; FERNÁNDEZ LÓPEZ, F.; DEL
REY GUANTER, F. Discriminación e igualdad
en la negociación colectiva (Colección Estudios
nº 36), Ministerio de Asuntos Sociales, Institu-
to de la Mujer, Madrid, 1993, pág. 263.

Guía sindical: el acoso sexual en el trabajo, Secre-
taría Confederal de la Mujer de CC.OO. 2ª ed.,
2000, pág. 28, en: http://www.funiovi.org/c/
document_library/get_file?uuid=8294cf01-
da9a-4e60-ba54-13715fb1ad78&groupId=41671 
(09.01.2013).
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víctima, por lo que debe desterrarse
la idea de que es preciso soportar el
acoso para conservar el trabajo o pa-
ra ascender, prejuicios machistas que
favorecen estas conductas .

En la práctica ya se está reparando
en este extremo y determinados pla-
nes de igualdad indican que también
es acoso el consentido, cuando de su
aceptación depende alguna mejora
laboral o expectativa de derecho , y
en consonancia con esta interpreta-
ción en algunos PI se indica que los
compañeros/as de la víctima deben
denunciar las conductas acosadoras
pudiendo iniciar el procedimiento
contra el acoso existe en la empresa
como testigos de las mismas, lo que
en algunas ocasiones seguramente
revelará auténticos acosos sexuales 
o por razón de sexo camuflados en
relaciones aparentemente desea -
das ; por ello, determinadas condi-
ciones recogidas en la práctica nego-
cial resultan inconvenientes pues só-
lo tutelan los acosos no deseados o
queridos por la víctima sin más ma-
tizaciones .

De forma muy oportuna el art. 7
LOI define el acoso sexual eliminan-
do el elemento del consentimiento
de la víctima, puesto que no se hace
mención alguna al “comportamien-
to no deseado”, referencia que sí se
contenía en la Ley 62/2003 (art.
28). Para analizar esta diferencia en
la normativa española y sopesar su
significado, es necesario poner en re-
lación la regulación contenida en es-
te precepto con el resto de la regula-
ción laboral que tutela a los
trabajadores frente al acoso sexual o
por sexo. En opinión de diversos au-
tores, el hecho relevante para califi-
car el acoso no es el consentimiento
de la víctima, pues es suficiente con
que los actos del acosador tengan
ese propósito o produzcan ese efec-
to tal y como advierte el art. 7 de la
Ley de Igualdad española . Es pre-
ciso resaltar que el art. 48 LOI esta-
blece como obligación la elimina-
ción de cualquier tipo de acoso
sexista en el espacio laboral, y como
mecanismo de tutela, la regulación
del Estatuto de los Trabajadores en
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el art. 64.7.a).3º) recoge entre los
derechos de información y consulta
de los comités de empresa y delega-
dos de personal, la capacidad de vi-
gilar el respeto y aplicación del prin-
cipio de igualdad de trato y de
oportunidades entre mujeres y hom-
bres. Además, constituyendo el aco-
so sexual o por sexo una causa de
despido disciplinario (art. 54.2.g), o
tratándose de una cuestión también
abordada por la normativa de pre-
vención de riesgos laborales, el con-
sentimiento de la víctima debería in-
terpretarse adecuadamente no
constituyendo un elemento determi-
nante del ilícito laboral o de incluir-
se, especificando que en los supues-
tos en los que se encuentra
influenciado por alguna amenaza,
violencia o intimidación constituye
acoso aunque la manifestación exter-
na de la victima aparentemente con-
sienta la conducta. De esta forma, la
regulación actual no tutela conve-
nientemente el derecho laboral bási-
co a “la protección frente al acoso
sexual, el acoso por razón de sexo y
el acoso por orientación sexual”
pues desatiende un porcentaje de
acosos sexuales laborales forzados
que deberían ser reconocidos nor-
mativamente de forma concreta. En
este sentido, se defiende que si una
conducta resulta ofensiva cabe en-
tenderse que automáticamente re-
sulta indeseada .

La disyuntiva se plantea entre si de-
be primar la tutela del derecho a la
dignidad de la víctima, pues no debe
olvidarse que el comportamiento ilí-
cito debe tener como “propósito el
efecto de atentar contra la dignidad
de una persona, en particular cuan-
do se crea un entorno intimidatorio,
hostil, degradante, humillante u
ofensivo”, o bien, debe exigirse co-
mo elemento configurador del ilíci-
to el carácter ofensivo de la conduc-
ta. Por ello el concepto recogido en
el Acuerdo Marco Europeo sobre acoso
y violencia en el lugar de trabajo, de
abril de 2007, es óptimo en el senti-
do de que no establece una defini-
ción unívoca de acoso sexista y si
una descripción de la conducta, sos-
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Aclarando algunas dudas sobre planes de igual-
dad, cit., págs. 98-99.

Conducta esta última, que en cuanto indeseada
hay que incluir como acoso sexual indirecto;
PÉREZ DEL RÍO, T.; FERNÁNDEZ
LÓPEZ, F.; DEL REY GUANTER, F. Dis-
criminación e igualdad en la negociación colec-
tiva, cit., pág. 265.

El acoso sexual a las mujeres en el ámbito laboral,
Ins tituto de la Mujer, Ministerio de Trabajo y
Asuntos Sociales, pág. 5, en: http://webs.uvigo.es/
pmayobre/textos/varios/1informe_acoso_sexual.pdf 
(09.01.2013).

“b) si la negativa o el sometimiento de una per-
sona a dicha conducta por parte de la empresa
o trabajadores/as, se utiliza de forma explícita
o implícita como base para una decisión que
tenga efectos sobre el acceso de dicha persona
a la formación profesional y al empleo, sobre la
continuación del mismo, el salario o cualquiera
otras decisiones relativas al empleo;” en el PI de
EMULSA (sociedad anónima municipal) en:
SOBRINO GONZÁLEZ, G.Mª. “El acoso
sexual y el acoso por razón de sexo”, Análisis
de medidas y planes de igualdad en la nego-
ciación colectiva, cit., pág. 161.

Ibidem, pág. 162.

Convenio colectivo de la empresa Compañía
Española de Petróleos, S.A. (CEPSA), cit., pág.
87680.

VILCHES ARRIBAS; PÉREZ DEL RÍO, T.;
HERNÁNDEZ CANOSA, M. Guía de criterios
y cláusulas para el tratamiento del acoso sexual y
moral por razón de género en la negociación
colectiva (Dirección General de la Mujer)
Madrid, 2004, pág. 26.

PÉREZ DEL RÍO, T. La violencia de género en el
ámbito laboral: el acoso sexual y el acoso sexista, cit.,
págs. 31-32. Analizando la evolución de este ele-
mento subjetivo en la normativa comunitaria:
QUESADA SEGURA, R. “La protección y las
medidas preventivas frente al acoso sexual en el
trabajo, en desarrollo de la Ley 3/2007”, Gestión
práctica de Planes de Igualdad, cit., págs. 130 y ss.
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layando en todo caso el elemento
del consentimiento, pues “la percep-
ción subjetiva de los individuos fren-
te a un determinado comportamien-
to es muy variable dependiendo de
su propia manera de ser, su estado
de ánimo, y está, además, supedita-
da a distintos elementos vinculados
a su contexto personal, cultural, ge-
ográfico y laboral”. En este texto se
parte de la premisa de que “el acoso
moral afecta directamente a la digni-
dad del trabajador, así como a la
productividad y a la eficiencia en el
trabajo. (…) Conviene por ello que
las empresas subrayen que los su-
puestos de acoso moral no serán to-
lerados y que son contrarios a la cul-
tura empresarial” .

Buenas prácticas para prevenir el
acoso sexual o por razón de sexo

En primer término conviene referir-
se a las conductas constitutivas de
acoso sexual o por razón de sexo,

84

3.3

pues habitualmente en los manuales
y guías analizadas se diferencia entre
tres actividades diferentes: el chanta-
je sexual siendo el chantajista una
persona jerárquicamente superior a la
víctima que condiciona de una ma-
nera directa o indirecta, alguna deci-
sión laboral (acceso al empleo, per-
manencia, mejora de condiciones
laborales) a la aceptación de la pro-
puesta (chantaje) sexual; en segundo
lugar, el acoso ambiental, tratándose
de un comportamiento de naturaleza
sexual, de cualquier tipo, que tiene
como consecuencia producir un con-
texto intimidatorio, hostil, ofensivo y
humillante, pudiendo ser el acosador
de superior o igual categoría profe-
sional que la víctima , y añadida-
mente algunas guías incluyen el aco-
so sexual, en la redacción dada a este
delito en el Código Penal, tratándo-
se más bien de un tipo penal inde-
pendiente que puede o no presentar-
se junto a los ilícitos laborales
descritos. También se diferencia en-
tre el “acoso técnico”, siendo el pa-
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Acuerdo de 08.11.2007, COM (2007) 686 fi-
nal. En esta línea, la STC 224/1999, de 13 de
diciembre, que evaluando el elemento del
consentimiento de la víctima declara que para
determinar la existencia de acoso sexual labo-
ral no se requiere que la reacción de la victi-
ma, tras las insinuaciones o contactos sea in-
mediata y contundente, sino que es suficiente
una señal suficientemente expresiva del carác-
ter no querido del acto. 

Destacar que el delito penal de acoso laboral
en el trabajo –art. 184 CP– tipifica la con-
ducta sin mencionar el consentimiento es-
tableciendo como suficiente que el compor-
tamiento provoque a la víctima una situación
objetiva y gravemente intimidatoria, hostil o
humillante; además establece como fórmula
cualificada prevalerse “de una situación de su-
perioridad laboral, docente o jerárquica, o
con el anuncio expreso o tácito de causar a la
víctima un mal relacionado con las legítimas
expectativas que aquélla pueda tener en el
ámbito de la indicada relación”, establecien-
do como agravante que “la víctima sea espe-
cialmente vulnerable, por razón de su edad,
enfermedad o situación” procurando una regu-
lación bastante más correcta técnicamente que
la laboral.
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decido en el último año por una tra-
bajadora en cualquiera de las situa-
ciones definidas como acoso sexual,
independientemente de que ella lo
considere o no acoso sexual, y el
“acoso declarado” o situaciones su-
fridas por una trabajadora en el últi-
mo año y que ella considera como
acoso sexual .

Por lo que atañe al diseño específico
de los protocolos contra el acoso, se
deja al criterio de los agentes nego-
ciadores en la medida que represen-
tantes de los trabajadores y empre-
sario, deben llegar a un acuerdo
sobre las fases y contenido del pro-
tocolo que más se adapte a las ca-
racterísticas del ámbito laboral con-
creto; sin embargo, conviene espe-
cificar cuatro criterios básicos reco-
mendables para cualquier sistema de
resolución de este tipo: una declara-
ción de principios o criterios en los
que se determinen los derechos y
obligaciones de las partes en el pro-
cedimiento; el sistema de denuncia
de la presunta conducta en el que se
respete la confidencialidad de la in-
formación; las sanciones disciplina-
rias previstas en caso de confirma-
ción del acoso junto a la protección
contra las posibles represalias del de-
nunciante, y finalmente, una estra-
tegia de formación y comunicación
para prevenir futuras conductas si-
milares. Los aspectos claves de los
protocolos contra el acoso sexista
suelen determinar la forma de pre-
sentar la denuncia y ante que órga-
no, un procedimiento de tramita-
ción y las medidas preventivas para
atajar el hostigamiento provisional-
mente. Respecto al órgano diseñado
para intervenir hay pluralidad de op-
ciones: desde establecer órganos de
carácter unipersonal pudiendo ser
un agente de igualdad, o bien un
órgano colegiado cuya composición
puede ser variada. En otros supuestos
los protocolos contra el acoso deter-
minan que la denuncia puede presen-
tarse ante cualquier responsable de la
dirección de la empresa, de recursos
humanos o de la representación legal
de los trabajadores . Seguidamente
se debe dar audiencia a los sujetos in-
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volucrados: víctima, presunto acosa-
dor y testigos, existiendo la posibili-
dad de facilitar el cambio de puesto
de trabajo cautelarmente a la vícti-
ma, si bien son escasos los protoco-
los que incluyen medidas cautelares
para que el presunto acoso cese au-
tomáticamente una vez que es pues-
to en conocimiento del órgano
competente . 

En general, los procedimientos para
solventar los supuestos de acoso
suelen contener una fase previa de
carácter informal tendente a disua-
dir al acosador, y un procedimiento
formal reservado a supuestos en los
que los intentos de solucionar el
acoso en un primer término, o no
son efectivos o se trata de conductas
especialmente graves (fases reco-
mendadas en el Código de Conducta
Comunitario para la protección de la
dignidad de hombres y mujeres en el
trabajo de 1992) .

Una vez demostrada fehaciente-
mente la veracidad de la conducta
acosadora, los convenios colectivos
que incluyen protocolos contra el
acoso establecen en ocasiones, que
si el acoso se ha producido sirvién-
dose de la situación jerárquica res-
pecto a la persona afectada la san-
ción disciplinaria se aplicará en su
grado máximo , si bien, el hostiga-
miento sexual o por razón de sexo
constituye una falta laboral muy
grave que puede motivar el despi-
do. En la práctica se recomienda es-
tablecer en el protocolo como agra-
vantes que la persona denunciada
sea reincidente en la comisión de
actos de acoso, que existan dos o
más víctimas, si se demuestren con-
ductas intimidatorias o represalias
por parte de la persona agresora,
que la persona agresora tenga poder
de decisión sobre la relación laboral
de la víctima, que la víctima sufra
algún tipo de discapacidad física o
mental, que el estado psicológico o
físico de la víctima haya sufrido gra-
ves alteraciones, médicamente acre-
ditadas, que el contrato de la vícti-
ma sea o no indefinido, o que su
relación con la empresa no tenga
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Aclarando algunas dudas sobre planes de igual-
dad, cit., pág. 98. Concretamente las conductas
pueden materializarse como “contacto físico de-
liberado y no solicitado, o un acercamiento físi-
co excesivo e innecesario; comentarios o gestos
repetidos de carácter sexual; llamadas telefónicas,
cartas o mensajes de carácter sexual ofensivo; la
persecución reiterada y ofensiva contra la inte-
gridad sexual; la exposición o exhibición de grá-
ficos o imágenes de contenido sexualmente ex-
plícito, no consentidas y que afecten a la
integridad e indemnidad sexual; bromas o
proposiciones sexualmente explícitas que afecten
a la integridad e indemnidad sexual; preguntas o
insinuaciones acerca de la vida privada de la per-
sona, que afecten a su integridad e indemnidad
sexual; peticiones de favores sexuales, incluidos
los que asocien esos favores con la mejora de las
condiciones de trabajo del trabajador/a o su es-
tabilidad en el empleo; cualquier otro compor-
tamiento que tenga como causa o como objeti-
vo la discriminación, el abuso, la vejación o la
humillación de un trabajador por razón de su
sexo.”, págs. 99-100. 

Definición de los dos tipos de conducta acosado-
ra, pacífica entre la doctrina: PÉREZ DEL RÍO,
T. La violencia de género en el ámbito laboral: el
acoso sexual y el acoso sexista, cit., pág. 22.

El acoso sexual a las mujeres en el ámbito labo-
ral, cit., pág. 9.

En: SERRANO GARCÍA, J.M. “La obligato-
riedad de los convenios…”, cit., pág. 281.

GALLARO MOYA. R.F. “Los nuevos planes de
igualdad en la empresa: un análisis de las
primeras experiencias”, RDS, nº 48 (2009) pág.
104.

Diario Oficial L 49 de 24.2.1992. Un pro-
cedimiento diferente, sin una fase previa ten-
dente a resolver el acoso mediante su visua-
lización en: SOBRINO GONZÁLEZ, G.Mª.
“El acoso sexual y el acoso por razón de sexo”,
Análisis de medidas y planes de igualdad en la ne-
gociación colectiva, cit., pág. 63.

SERRANO GARCÍA, J.M. Participación y
planes de igualdad en al Ley Orgánica de Igual-
dad Efectiva entre Mujeres y Hombres, cit., págs.
138-139.
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Aclarando algunas dudas sobre planes de igual-
dad, cit., pág. 110.

SOBRINO GONZÁLEZ, G.Mª. “El acoso sex-
ual y el acoso por razón de sexo”, Análisis de me-
didas y planes de igualdad en la negociación colec-
tiva, cit., págs. 61-62.

Manual para la implantación de Planes de igual-
dad en las Empresas de Economía Social, cit.,
págs. 73-74.

Planes de igualdad en el sector agroalimentario,
cit., pág. 21.

Medidas propuestas en: Aclarando algunas dudas
sobre planes de igualdad, cit., págs. 101-102; un
ejemplo en el Plan de Igualdad de Vossloh Es-
paña, S.A (2009-2012), en el que se establece
como objetivo la “formación específica a mandos
y responsables que les permita identificar los fac-
tores que contribuyen para que no se produzca
acoso y a familiarizarse con sus responsabilidades
en esta materia.”, BRAVO, C. GÓMEZ, R. 
Buenas prácticas en la negociación de los planes de
igualdad, cit., pág. 52.
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carácter laboral, que el acoso se
produzca durante un proceso de se-
lección de personal, que se ejerzan
presiones o coacciones sobre la víc-
tima, testigos o personas de su en-
torno laboral o familiar con el obje-
to de evitar o entorpecer el buen fin
de la investigación, y finalmente,
que la situación de acoso se pro-
duzca durante el periodo de prue-
ba, e incluso con contrato de beca
o en prácticas de la víctima . 

En cuanto al catálogo de sanciones
laborales que pueden establecerse
en los protocolos contra el acoso
sexual laboral, encontramos desde
la suspensión de empleo y sueldo,
hasta la pérdida de la categoría pro-
fesional pasando a ocupar una infe-
rior, o el traslado forzoso del autor,
dependiendo de la gravedad y cir-
cunstancias del ilícito laboral .

Por lo que respecta a las medidas
correctoras y preventivas concretas
propuestas en las guías y manuales
prácticos enunciamos a continua-
ción algunas de ellas: se recomienda
elaborar un Código de Conducta
que defina, prevenga y establezca
sanciones en los casos en que se
produzca algún caso de acoso sexual
o acoso laboral por razón de sexo;
designar a una persona como agen-
te de igualdad para canalizar los ca-
sos de acoso sexual que existen en la
Empresa; incluir principios claros en
el Convenio Colectivo, en los Esta-
tutos Sociales y Reglamento de Ré-
gimen Interno sobre situaciones de
acoso sexual y laboral; realizar cam-
pañas de sensibilización a toda la
plantilla para la identificación, pre-
vención y denuncia de los casos de
acoso sexual o acaso laboral por ra-
zón de sexo; realizar campañas de
sensibilización animando a las muje-
res trabajadoras víctimas de violen-
cia de género a denunciar estas con-
ductas; incluir entre la docu-
mentación que se facilite a la planti-
lla en el momento de su incorpora-
ción a la empresa (junto a la copia
del contrato laboral), el protocolo
de actuación de la empresa ante si-
tuaciones de violencia de género; fa-
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cilitar a las trabajadoras que estén en
esta situación fórmulas de flexibili-
zación del tiempo y lugar de traba-
jo, tales como optar a una jornada
flexible o a la movilidad geográfica
o funcional; promover lugares de
trabajo en los que las relaciones se
desarrollen de igual a igual, limitan-
do las relaciones desmedidas de po-
der; informar de comportamientos y
comentarios sexistas, homófobos o
irrespetuosos hacia la dignidad y li-
bertad de las personas . 

Algunas de estas propuestas pueden
perder efectividad por su impreci-
sión, siendo en estos casos impres-
cindible un compromiso real de la
dirección de la empresa en el cum-
plimiento de los objetivos en la ma-
teria; concretamente, las medidas
destinadas a evitar el acoso ambien-
tal deben concretarse conveniente-
mente al tratarse de conductas es-
pecialmente difíciles de erradicar, al
presentarse normalmente intermi-
tentemente y entre círculos priva-
dos y limitados de trabajadores. Por
ello es importante garantizar un cli-
ma laboral no sexista, por ejemplo
mediante el establecimiento de “un
equipo de mujeres y hombres a tra-
vés de la representación sindical de
la empresa para facilitar la denun-
cia” .

Otras medidas proponen publicar el
protocolo en la intranet de la empre-
sa, así como publicitarlo en todos los
medios de comunicación de que se
dispongan en la misma, el desarrollo
de campañas de sensibilización, y
queremos destacar, la necesidad de
proporcionar formación específica
sobre el acoso sexual y el acoso por
razón de sexo a toda la plantilla, inci-
diendo especialmente en los colecti-
vos en los que por sus funciones o
por antecedentes, son susceptibles de
acoso, siendo esta política empresa-
rial de visualización extremadamente
importante y afortunadamente im-
plementada en la práctica en algunos
supuestos ejerciendo además, una
función de prevención imprescindi-
ble en la materia.
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